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En este artículo de reflexión se busca exponer la forma de aplicación y 
ejecución por parte del Estado colombiano de la Convención 
Interamericana sobre la Restitución Internacional de Menores, 
concluida en Montevideo, el 15 de julio de 1989 y ratificada por 
Colombia mediante la Ley 880 de 2004. Para tal efecto, se estudiarán 
los principales aspectos de la doctrina y el proceso de aplicación que 
se evidencia en la  jurisprudencia sobre el tema de estudio. Cada 
componente o elemento relevante en la aplicación del Convenio en el 
Estado colombiano, se expondrán de manera conceptual, y los 
procedimientos para la restitución del niño, niña y adolescente, desde 
la perspectiva de Colombia como Estado requerido y requirente de 
manera descriptiva. Todo lo anterior procurando destacar la relevancia 
del proceso en términos del principio del  Interés Superior del Menor y 
del principio de Reciprocidad entre Estados, como ejes centrales en la 
protección de los derechos y garantías de los niños, niñas y 
adolescentes colombianos.  
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In the article of reflection, it seeks to describe the form of application 
and execution by the Colombian State of the Inter-American 
Convention on International Restitution of Minors, concluded at 
Montevideo on July 15, 1989 and ratified by Colombia through Law 880 
of 2004. For this purpose, we will study the main aspects of the 
doctrine and the application process that is evidenced in the 
jurisprudence on the subject of study. Each component or relevant 
element to the application of the agreement in the Colombian State, will 
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be presented in a conceptual way, as well as the procedures for the 
return of the child, from the perspective of Colombia as requested and 
requesting State, will be exposed in a Descriptive way. All of the above 
striving to emphasize the relevance of the process in terms of the 
principle of the Best Interests of the Child and the principle of 
Reciprocity, as central axes in the protection of the rights and 
guarantees of Colombian children and adolescents. 
Key words: Minority interests, family, Abduction, Fatherland custody, 
Custody, Principle of Best interests of the child, Principle of 
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En la actualidad, se está viviendo una época donde la globalización permea todos 
los aspectos de la vida cotidiana: lo político, lo social, lo económico, y lo cultural; uno 
de los efectos más importantes de esta mundialización ha sido la complejidad de las 
relaciones sociales y económicas (Castro, 2009), las cuales han dado origen a la 
transformación de los vínculos familiares como uno de los resultados de este fenómeno 
es la movilización de personas entre países, entre ellos, el traslado de niños, niñas y 
adolescentes fuera de las fronteras de su país de origen. 
En este contexto, es válido afirmar que el concepto de familia ha sufrido una 
importante transformación y su evolución sugiere nuevas formas legislativas para 
luchar contra formas ilegales que han florecido como lo son el traslado ilegal e incluso 
delitos como el referido a “trata de personas”. 
En respuesta a ello, en Latinoamérica, surgió la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores (en adelante la Convención); misma que fue 
suscrita por Colombia, el 15 de julio de 1989 (OEA, 1989).  
Dicha norma internacional tiene como objetivo principal asegurar la pronta 
restitución de menores a su residencia habitual, cuando hayan sido trasladados 
ilegalmente desde cualquier Estado a un Estado Parte o cuando habiendo sido 
trasladados legalmente son retenidos ilegalmente. (Corte Constitucional Colombiana, 
2004). 
En Colombia, esta convención fue ratificada y convertida en ley de la República 
reconocida como la Ley 880 de 2004 (Corte Constitucional Colombiana, 2004). Esta ley 
que transcribe la norma internacional, en los términos de la Corte Constitucional 
Colombiana, permite comprender la transformación de la familia y su apertura de las 
fronteras, extendiendo el ámbito de protección del menor1 para así  garantizar sus 
derechos fundamentales en el Estado Parte -de la Convención- en que se encuentre.  
(Márquez, 2011). 
                                               
1 Entendiendo por menor, tal y como lo resalta la Convención Interamericana de Restitución internacional 
de menores, suscrita en Montevideo en 1989, en su artículo 2, “a toda persona que no haya cumplido 
dieciséis años de edad.” (OEA, 1989). 
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De conformidad con lo anterior, este trabajo de investigación examinará de manera 
sistemática los lineamientos de aplicación y ejecución en el Estado colombiano en lo 
referente a la Convención Interamericana sobre la Restitución Internacional de 
menores de 1989. Para ello, se ha planteado como problema de investigación: ¿Cómo 
aplica el Estado Colombiano la Convención Interamericana sobre Restitución 
Internacional de menores, concluida en Montevideo, el 15 de julio de 1989? 
Para dar respuesta a la pregunta planteada se iniciará por analizar los conceptos 
claves y la Convención misma, verificando su procedimiento, parámetros 
convencionales y legales contrastados con el sistema internacional, regional y local 
colombiano que sirven de marco normativo para la compresión y aplicación del 
procedimiento internacional de restitución de menores -v.gr., Convención sobre los 
Derechos del Niño, Convención Americana de Derechos Humanos, CADH, Ley 1098 
de 2006, entre otros-.2 
De esta manera, se observará el fenómeno de la retención indebida o ilegal de 
menores por uno de sus padres o por personas encargadas de su cuidado o por 
cualquier otro organismo en el exterior o en Colombia y para tales efectos se dará 
aplicación a la norma internacional mediante su ley aprobatoria. Además se estudiarán 
las instituciones, organismos internacionales y autoridades locales que deben 
salvaguardar a los menores en tránsito, residencia o cambio de domicilio, así como de 
aquellos que fueron llevados fuera de su domicilio o residencia habitual en forma ilegal 
o habiéndose cumplido los términos legales de su salida -vencimiento de permiso legal- 
(Congreso de la República de Colombia, 2006, Ley 1098). 
El desarrollo del problema jurídico de este artículo de reflexión, evidenciará las 
tendencias académicas sobre la aplicación de la Convención en Colombia, desde el 
análisis legal, doctrinal y jurisprudencial, el cual se dará sobre la bases conceptuales, 
de lo que significa, en primer lugar el termino familia en el contexto actual, 
seguidamente, se abordaran términos como custodia, patria potestad, restitución de 
                                               
2 Es importante señalar que la Convención fue adoptada por el Estado colombiano en un primer 
momento mediante la Ley 620 de 2000, sin embargo esta norma fue declarada Inexequible por la Corte 
Constitucional nacional, mediante sentencia C-951 de 2001, al encontrar vicios de procedimiento. 
Posteriormente, el mismo estado ratificó la Convención a través de la Ley 880 de 2004, norma que fue 
declara constitucional mediante pronunciamiento de la Alta Corte colombiana para el mismo año -2004- 
(Corte Constitucional Colombiana, 2004, sentencia C-912). 
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menores y sustracción. De manera casuística se analizará a Colombia como Estado 
requerido y requirente en el proceso de Restitución Internacional del Menor. Y en 
términos de constitucionalización del proceso se presentará el alcance de los principios 
de Interés Superior del Menor y de Reciprocidad Internacional, para concretar los 
lineamientos de la aplicación del Convenio por el Estado colombiano.  
Finalmente, en lo que respecta a la bibliografía cabe resaltar que es vasta y con 
enfoques diferenciales de acuerdo al análisis jurídico que se pueda hacer del tema, por 
lo que, se citarán y extraerán las principales tendencias y autores que estudien el tema 
referido. Ahora bien, es menester advertir que este tema es ampliamente abordado 
desde la perspectiva del derecho penal, sin embargo, esta visión no será tomada en el 
presente estudio, por cuanto el énfasis de la investigación que aquí se presenta está 
provisto únicamente al estudio de los efectos civiles en materia de la retención ilegal de 
menores por quienes civilmente son identificados en la Convención Interamericana 
sobre Restitución de Menores y los lineamientos para la aplicación de esta norma 
internacional, los cuales son habilitantes del mecanismo internacional para la 
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1. Consideraciones previas 
 
El Estado Colombiano como Estado Parte del sistema interamericano y acatando 
los compromisos internacionales y su Constitución adoptó la Convención 
Interamericana sobre la Restitución Internacional de Menores de 1989, norma 
internacional que ratificó mediante la Ley 880 de 2004, con el fin de configurar un 
procedimiento expedito que garantice la restitución inmediata a los niños, niñas y 
adolescentes Colombianos, cuando estos hayan sido trasladados o retenidos 
ilegalmente. Según Bustos (2016) con el fin de protegerlos, en el plano internacional de 
los efectos perjudiciales que ocasiona dicha situación; esto en aras de garantizar la 
primacía de sus derechos fundamentales, en especial, el derecho a tener una familia y 
no ser separado de ella. 
De tal modo es preciso analizar, la figura de la familia y su evolución en el Estado 
Colombiano, para crear un contexto que enmarque la creación y desarrollo de la 
Restitución internacional de Menores en Colombia. 
 
1.1 ¿Cuál es el concepto de familia? 
 
Los cambios en la evolución del concepto de familia se dan a partir del ámbito de 
libertad y autonomía bajo el entorno cultural, social, político y económico propio de este 
siglo, con características socioculturales, como lo son la potencialización de la 
individualidad en la conformación de pareja y, por ende, de la familia. Lo anterior marca 
escenarios que se contemplan jurídicamente entre los que encontramos, el 
reconocimiento de la familia sin la presencia de padre o madre, la extensión del 
reconocimiento a las parejas del mismo sexo, el reconocimiento y extensión de los 
derechos a las familias ensambladas e incluso el reconocimiento de los lazos de familia 
con los padres de crianza. (Arévalo, 2014). 
En el contexto colombiano, específicamente en materia jurisprudencial y respecto 
de la evolución de la familia resulta importante resaltar la decisión de la Corte 
Constitucional en la sentencia C-577 de 20113, en esta decisión, el Tribunal 
                                               
3 En esa decisión se estudia el matrimonio de parejas del mismo sexo. 
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Constitucional sostiene que la concepción de la familia debe responder al 
reconocimiento de una realidad social que requiere un reconocimiento político y jurídico 
a la luz de la Constitución de 1991. (Corte Constitucional Colombiana, 2011). 
En la providencia en mención se define la familia en sentido amplio, como aquella 
comunidad de personas emparentadas entre sí por vínculos naturales y jurídicos, que 
funda su existencia en el amor el respeto y la solidaridad, y que se caracteriza por la 
unidad de vida o de destino que liga íntimamente a sus integrantes más próximos. Así 
las cosas, y en aras de la protección de otros derechos fundamentales como son el 
libre desarrollo de la personalidad, la libertad de conciencia y el derecho a la intimidad, 
aunado al previo reconocimiento de distintos tipos de familia, la Corte Constitucional 
enfatiza que las parejas del mismo sexo constituyen de igual manera una verdadera 
familia, ya que sus relaciones adquieren el carácter permanente de la convivencia 
fundado en el mutuo afecto que  hace de ellas un tipo de familia (Corte Constitucional 
Colombiana, 2011). 
La Magistrada Catalina Botero Marino en la Sentencia C-811 de 2007, en aclaración 
de voto, sostuvo en su postura disidente que: “a partir de una nueva y más realista y 
plural concepción de la familia, incluiría al núcleo afectivo establecido entre la madre 
cabeza de familia y sus hijos, entre los abuelos y los nietos a su cargo, entre los tíos y 
tías responsables de sus sobrinos, así como otra serie de relaciones personales sin 
similitud alguna con las parejas heterosexuales, vinculadas por “nexos permanentes de 
amor, afecto y solidaridad” que incluyen “sin duda, a las parejas del mismo sexo.” 
(Corte Constitucional Colombiana, 2011). 
En igual sentido, la Corte en los pronunciamientos C-798 de 2008 y C-029 de 2009 
precisó que el pluralismo de la sociedad actual colombiana lleva a reconsiderar la 
conformación misma de la familia y el concepto contenido en el ordenamiento jurídico 
no escapa de este cambio, es por esto que, por el concepto de “familia” no puede 
reducirse exclusivamente a aquella conformada por hombre y mujer. Todo ello, lo 
explica la Corte a partir del artículo 42 superior4, según el cual, al establecer que la 
                                               
4 Al respecto señala la Corte Constitucional: El constituyente reguló la institución familiar como derecho y 
núcleo esencial de la sociedad en el artículo 42 Superior. De acuerdo con esta disposición, la familia “se 
constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 
matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla”. En todo caso, el Estado y la sociedad deben 
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familia se constituye por la voluntad responsable, permite que a esta noción se 
actualice hacia nuevas formas de construcción familiar -diferentes de las connotadas 
por la norma civil que traía una visión tradicional- rompiendo con ello ese concepto 
primigenio del vínculo entre un hombre y una mujer (Corte Constitucional Colombiana, 
2011). 
Más recientemente, el Tribunal Constitucional Colombiano (sentencia T-292 de 
2016a) puntualizó que en la actual situación social -atendiendo los cambios mundiales- 
existen diferentes formas a través de las cuales llegan los hijos a las familias -v.gr. los 
métodos asistidos como la inseminación artificial, el contrato de alquiler de vientre o 
maternidad subrogada, la adopción de hijos de la pareja, etc.- así como los integrantes 
mismos van cambiando sus roles y transformando. 
De esta manera, siguiendo la jurisprudencia constitucional, la composición familiar 
ha variado hasta tener el reconocimiento constitucional de todas aquellas que se 
conforman ya sean por vía de un contrato matrimonial; por lazos de crianza; también 
aquella denominada familia extendida; familia monoparental; familia ensamblada; y, las 
que surgen producto de otras formas como lo son las uniones de hecho. (Corte 
Constitucional Colombiana, 2016). Ahora bien, más allá del tipo de conformación, el 
Estado y la sociedad tienen la carga de garantizar la protección de todos los tipos de 
familias. 
Además, en paralelo a las formas de composición familiar mencionadas, 
jurisprudencialmente, se han diferenciado los hijos “matrimoniales extramatrimoniales y 
adoptivos5; igualmente, se han distinguido los hijos provenientes de las familias de 
                                                                                                                                                       
garantizarle protección integral. Sin pretender agotar las disposiciones constitucionales que blindan su 
protección se destaca que el artículo 5º dispone que el Estado debe amparar a la familia como la 
institución básica de la sociedad; seguidamente, el artículo 13 señala que nadie puede ser discriminado 
en razón de su origen familiar; en el artículo 15, se regula el derecho a la intimidad familiar; el artículo 28,  
relativo a la garantía fundamental a la libertad, precisa que nadie puede ser “molestado en su persona o 
familia”; y, el artículo 33, determina que “nadie está obligado a declarar contra sí mismo o contra su 
cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil (…)”. (Corte Constitucional. 2016, Sentencia T-292). 
5 Sobre este tema ha dicho la Corte: “(…) Los lineamientos jurídicos a nivel internacional han sido 
reiterativos en señalar que el Estado debe brindar a la familia respecto, protección y asistencia, así como 
en hacer un llamado para adoptar medidas tendientes a la igualdad y protección de los hijos que la 
componen. Entre los instrumentos jurídicos internacionales se destaca la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, artículo 16, ordinal 3º; la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artículos 11, 17 y 19; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículos 7º, 
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crianza y los provenientes de las familias ensambladas, a quienes se les ha 
denominado hijos aportados. Los hijos aportados, se entienden como aquellos 
integrados al matrimonio o a la unión marital de hecho por uno de los cónyuges o de 
los compañeros permanentes provenientes de una relación diferente. Es así como, la 
pluralidad de tipos familiares no admiten discriminación alguna, de tal forma que, al 
igual que a cualquier otro tipo de hijos, se les debe garantizar por parte de la familia, la 
sociedad y el Estado una igualdad de trato y protección de sus derechos. (Corte 
Constitucional Colombiana, 2016). 
 
“(…) A partir de la interpretación que la Corte ha hecho del artículo 42 Superior, 
específicamente, del aparte según el cual “Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, 
adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y 
deberes”, se ha resuelto la problemática que gira en torno a las familias conformadas por 
los hijos procreados por la pareja y los habidos fuera del matrimonio o de la unión marital de 
hecho cuando se han establecido diferencias legales de trato fundadas en motivos 
arbitrarios”. (Corte Constitucional Colombiana, 2015). 
 
Lo anterior significa -para la Corte- que es aplicable el derecho de igualdad para 
cada uno de los integrantes de una familia sin que pueda predicarse discriminación 
alguna interna o externa respecto de la conformación de la familia misma ni de sus 
integrantes. “(…) la jurisprudencia constitucional, ha predicado en relación con los hijos 
aportados al nuevo matrimonio o unión, la igualdad entre todos los integrantes de la 
célula familiar y ha prohibido cualquier discriminación derivada de la clase de vínculo 
que da origen a la familia. (…)”. (Corte Constitucional Colombiana, 2015). 
Es por esto que se ha dicho por la jurisprudencia que: 
“(…) El concepto de esta institución social puede estudiarse, entre otras, desde dos ópticas, 
por lo general, complementarias entre sí. La primera, concibiéndola como un conjunto de 
personas emparentadas por vínculos naturales o jurídicos, unidas por lazos de solidaridad, 
amor y respeto, y caracterizadas por la unidad de vida o de destino, presupuestos que, en 
su mayoría, se han mantenido constantes. La segunda, se puede desarrollar en 
consideración a sus integrantes, desde esta perspectiva el concepto de familia se ha visto 
                                                                                                                                                       
10 y 11; y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 17, 23 y 24 (…)”. (Corte 
Constitucional Colombiana, 2016a, Sentencia T-292). 
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permeado por una realidad sociológica cambiante que ha modificado su estructura. En este 
sentido se ha señalado que “el concepto de familia no puede ser entendido de manera 
aislada, sino en concordancia con el principio de pluralismo”, porque “en una sociedad 
plural, no puede existir un concepto único y excluyente de familia, identificando a esta 
última únicamente con aquella surgida del vínculo matrimonial”. 
(…) 
En Colombia se predica la igualdad en la protección de las diferentes formas de 
composición familiar, de hecho, desde la construcción de la Constitución de 1991 se 
determinó que “tal protección no se agotaría en un tipo determinado de familia estructurada 
a partir de vínculos amparados en ciertas solemnidades religiosas y/o  legales, sino que se 
extendería también a aquellas relaciones que, sin consideración a la naturaleza o a la 
fuente del vínculo, cumplen con las funciones básicas de la familia […]”.(Corte 
Constitucional. 2016). 
 
Según lo visto hasta este momento, el concepto de familia puede ser analizado 
desde dos perspectivas, esto es: (i) de una parte, desde su concepción como un 
conjunto de sujetos que los une un tipo de relación natural o jurídica; y, (ii) de otra, 
desde la propia conformación de los sujetos -composición según sus integrantes-; en 
donde, cualesquiera de las dos perspectivas llevan a la inescindible conclusión de 
ampliar la institución social “Familia” que correspondan al pluralismo y mundo 
globalizado de la sociedad imperante en la actualidad. 
Es por esto que la consolidación del Convenio sobre la Restitución Internacional de 
Menores de 1989 fue precisamente la protección y tutela convencional de la 
conformación de la familia y, preferentemente, respecto del Interés Superior del Menor. 
Así, su finalidad consiste en aportar a una solución pronta respecto de la situación del 
menor -entiendo el contexto familiar en el que se encuentra inmerso-, para asegurar 
sus derechos. (Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, CNNA, 2008).  
Así las cosas, para la aplicación del Convenio se requiere comprender que los lazos 
familiares van más allá, de la relación consanguínea y que prevalece la protección del 
derecho constitucional a tener una familia. (OEA, 1989, Convenio, art. 4 y 5). 
 
1.2 Categoría menor (niño, niña, adolescente) 
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La concepción que se tenía de los niños en Colombia ha cambiado. En un principio, 
los niños eran considerados seres pasivos sometidos a la autoridad paterna. Luego, 
son concebidos como seres en situación de necesidad que deben ser protegidos. A 
partir de la Constitución de 1991, en virtud del preámbulo y la consagración de los 
derechos de los niños en el artículo 44, los menores de edad se convierten en sujetos 
de derechos, considerados como seres en desarrollo que poseen dignidad integral, 
consagrando una protección especial que debe brindar el Estado y la sociedad. Así las 
cosas, no se pueden utilizar expresiones como  menor o pequeño, de esta manera se 
excluye toda calificación de inferioridad (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
ICBF, 2010). 
Estos cambios Constitucionales se dieron a partir de la promulgación de la 
Convención Internacional de los Derechos de los niños, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989  y ratificada por Colombia 
por medio de la Ley 12 de 1991, En estos instrumentos, se asume la figura de los 
niños, como sujetos de derecho, es decir como ciudadanos que pueden exigir sus  
derechos y no como sujetos pasivos, de políticas públicas (Unicef Colombia, 2014).  
La Convención sobre los Derechos del Niño define como “niño” a cualquier persona 
menor de 18 años, y es a partir de esta concepción que se sustituye la expresión 
“Menores”, creando una nueva forma de ver a estos especiales sujetos de derecho en 
el ámbito constitucional (Congreso de la República, Ley 12, 1991) 
Más adelante, con la creación  de la ley de Infancia y adolescencia, Ley 1098 de 
2006, se incorporó en el artículo 3 la definición que diferencia al niño o niña y 
adolescente, entendiendo niño o niña a las personas entre 0 y los 12 años y por 
adolescente a las personas entre 12 y 18 años de edad. Dicho artículo manifestó que 
las nuevas definiciones no deben afectar lo establecido en otras disposiciones sobre el 
tema (Congreso de la Republica, Ley 1098, 2006).  
En referencia a los adolescentes, la Corte Constitucional afirma que jóvenes son los 
que no son mayores de edad, pero tienen la madurez y la capacidad para participar en 
los organismos privados o públicos que tengan como fin la protección de la juventud en 
virtud al artículo 45 de la Constitución. (ICBF, 2010). 
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1.3 Principio interés superior del menor 
Según López-Contreras (2015) el principio de interés superior de los niños y niñas 
debe ser entendido como el eje fundamental en cada uno de los procesos donde 
interviene un niño, una niña o un sujeto adolescente, toda vez que este principio forma 
parte del sistema de protección de los derechos de la niñez, el cual goza de 
reconocimiento internacional desde la Declaración de Ginebra sobre los Derechos de 
los niños, aprobada por la Sociedad de Naciones el 26 de diciembre de 1924, en el 
ámbito local en la Convención sobre los Derechos de los niños y niñas adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de mil 1989. (López-
Contreras, 2015, pág. 4; ONU, 1989). 
En relación a este principio el Comité de los Derechos del niño, de las Naciones 
Unidas, ha señalado que: 
 
“el interés superior es un concepto dinámico, flexible y adaptable, lo que implica que el 
legislador, el juez o la autoridad administrativa, social o educativa en todas sus medidas, 
entendidas como todos los actos, conductas, propuestas, servicios y procedimientos que 
adopte respecto de un niño o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración 
primordial” (Bustos, 2016). 
 
Lo anterior permite inferir que el Principio de Interés Superior del Menor es 
imperativo en cualquier actividad judicial o administrativa, donde se involucre un niño, 
niña o adolescente, pues este permea y prevalece sobre cualquier otro derecho o 
situación, y deberá estar presente en todas y cada una de las medidas que adopten los 
operadores jurídicos, la comunidad y el Estado. 
En Colombia los postulados respecto de la Convención Internacional sobre 
Derechos del Niño se reflejan en la norma suprema constitucional, por ejemplo, el 
artículo 44 de la Constitución Política de 1991 establece los derechos fundamentales 
de los niños, niñas y adolescentes como los titulares de los deberes frente a este grupo 
poblacional y dispone que los derechos de los niños y niñas prevalecen sobre los de 
los demás (Const., 1991, art. 44).  
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En otras palabras, de acuerdo a estos instrumentos y la Constitución Política de 
Colombia, los niños, niñas y adolescentes no sólo son sujetos de derechos, sino que 
sus derechos e intereses prevalecen en nuestro ordenamiento jurídico. 
En este mismo sentido, lo ha enfatizado el Código de Infancia y Adolescencia -en 
adelanté Ley 1098 de 2006- que en su artículo 8 consagra este principio como rector 
de todas la actuaciones en materia de Infancia y Adolescencia, predicable para todas 
las autoridades, para la sociedad y el Estado en General; imperativo éste que obliga a 
todas las personas a garantizar la satisfacción de los Derechos Humanos de los 
menores prevalentes e interdependientes (Corte Constitucional Colombiana, 2016). 
 
1.4 Categorías restitución internacional del menor 
 
La aproximación a la Convención de Montevideo de 1989 sobre Restitución 
Internacional de Menores permitió descubrir que el espíritu de este instrumento 
internacional consta de dos pilares fundamentales: por un lado, garantizar el ejercicio 
legítimo de la patria potestad por medio de la protección al derecho de custodia y de 
visita; y por el otro, proteger a los niños, niñas o adolescentes, garantizando su derecho 
a tener una familia y no ser separado de ella (Salinas, Chavarro y Guerrero, 2009, pág. 
49). 
La patria potestad y la custodia, guardan similitudes en su fin y apoyo en el Interés 
Superior del Menor; sin embargo, poseen diferencias en su sustento conceptual y 
legitimador. Estas instituciones  legales son de suma importancia para la Restitución 
Internacional de niños, niñas y adolescentes, ya que destaca quienes tienen la 
titularidad en la figura de estudio, y como derechos adquieren vital importancia, toda 
vez que surgen del ordenamiento jurídico (Márquez, 2011). 
Para comprender con más profundidad la importancia de estas categorías o figuras 
jurídicas creadas para la protección de los derechos del niño, niña y adolescentes se 
procederá a profundizar en la relación entre el concepto y su aplicación en la 
Restitución Internacional de Menores. 
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1.4.1 Patria potestad 
Gómez, citado por Ortiz (2005), expresa que la autoridad paterna puede definirse 
como la relación mutua que la ley reconoce entre una persona y otra subordinada de la 
primera, principalmente por vínculos de sangre, para facilitar el cumplimiento de sus 
obligaciones y el ejercicio de sus derechos naturales.  Esta afirmación se ve reflejada 
en la Ley 880 de 2004, por medio de la cual se aprueba la Convención Interamericana 
sobre Restitución Internacional de Menores, en el análisis de la Convención, distingue 
de forma clara aspectos tales como la patria potestad, la custodia y el derecho de 
visitas.  En este instrumento, la Patria Potestad se encuentra definida como aquel 
conjunto de derechos que la ley reconoce a los padres sobre sus hijos no 
emancipados, para facilitar a aquellos el cumplimiento de los deberes que su calidad 
les impone y sus efectos tienen la característica de ser de orden público, 
imprescindible, inalienable, indelegable y oponible "erga omnes" (Congreso de la 
Republica, Ley 880, 2004).  
Respecto de la patria potestad, y haciendo una interpretación en el marco 
constitucional, especialmente a la luz de los artículos 42 y 45 de la Carta, la Corte 
Constitucional sostiene, que esta, es una institución jurídica creada no en favor de los 
padres sino en interés de los hijos no emancipados, para facilitar a los primeros la 
observancia adecuada de los deberes impuestos por el parentesco y la filiación. Así las 
cosas,  la patria potestad no se ha otorgado a los padres en provecho personal, sino en 
el del interés superior del niño, niña o adolescente, facultades que están supeditadas a 
ciertas condiciones y tienen un fin determinado. En otras palabras, la patria potestad se 
constituye en el instrumento idóneo para facilitar el cumplimiento de las obligaciones de 
formación de la personalidad de los niños, niñas y adolescentes, atribuidos en virtud de 
la relación parental, a la autoridad de los padres (Corte Constitucional. 2016). 
 
1.4.2 Custodia 
El concepto de custodia y cuidado personal se traduce en el oficio o función 
mediante el cual se tiene el poder para criar, educar, orientar, conducir, formar hábitos, 
dirigir, disciplinar la conducta, siempre con la mira puesta en el educando, en el incapaz 
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de obrar y autorregular en formas independientes su comportamiento (Márquez, 2011, 
pág. 21).    
La Convención Interamericana la define como el derecho relativo al cuidado del 
menor y, en especial, el de decidir su lugar de residencia (Congreso de la República de 
Colombia, Ley 880, 2004). La custodia se refiere al cuidado de los niños, niñas y 
adolescentes, que por ley les corresponde a los padres. En caso de hijos 
extramatrimoniales la tiene el padre que conviva con el menor de edad. En casos de 
divorcio, nulidad de matrimonio, separación de cuerpos o suspensión de la patria 
potestad, el juez confiará el cuidado de los hijos (as) a uno de los padres, o al pariente 
más próximo, según le convenga al niño, niña o adolescente ( ICBF, 2013). 
La custodia es entonces un derecho de los niños y una obligación de los padres o 
representantes legales. Se traduce en el oficio o función mediante el cual se tiene 
poder para criar, educar, dirigir y disciplinar la conducta, procurando el interés superior 
del menor. La custodia y cuidado personal hace parte integral de los derechos 
fundamentales del niño, por tal razón en principio, esos derechos, en especial el del 
cuidado personal, no pueden delegarse en terceros, ya que ellos nacen de la 
especialísima relación que surge entre padres e hijos, salvo cuando aquellos derechos 
son  vulnerados y a conveniencia del niño, niña o adolescente este sea trasladado a 
otro con mejores capacidades (ICBF, 2013). 
 
1.5 Conclusiones parciales 
 
Las condiciones políticas, económicas y culturales,  así como el fenómeno de la 
globalización, han mutado el concepto de familia. En respuesta a esto el Estado 
colombiano, ha modificado a través del tiempo su ordenamiento jurídico, adaptando el 
concepto de familia a la realidad de estas en  Colombia. La superposición de los 
derechos individuales, ha marcado pautas en la concepción de los diferentes tipos de 
familias, entre las que se destacan la familia tradicional,  la monoparental, la 
homoparental, la extendida y la familia compuesta. Estas diferentes formas de 
composición familiar comportan diferentes maneras de que los hijos lleguen a ellas y la 
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pluralidad no admite forma de discriminación cuando en efecto se dé sobre nexos 
personales de amor, afecto y solidaridad. 
La noción  de los niños en el Estado de derecho Colombiano se ha transformado y 
evolucionado a partir de la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, adoptada 
por Colombia en la Ley 12 de 1991, y a su vez influenció la Carta Superior que se 
gestionaba en Colombia durante el mismo año. De esta manera, el concepto de menor 
se vio cada día más como un término peyorativo, que limitaba los niños a ser solo 
elementos de la creación de políticas públicas de conveniencia, mas no como 
verdaderos sujetos de derechos que por su especial condición, necesitaban por parte 
del Estado la especial protección de sus derechos. En el marco legal, con la Ley de 
Infancia y Adolescencia cambia a ser niños, niñas y adolescentes, enmarcando los 
primeros en edades de 0 a 12  años y los adolescentes entre los 12 y 18 años de edad.  
Un eje esencial en la concepción de la evolución del entorno familiar, así como de la 
protección de los niños, niñas o adolescentes es el Principio de Interés Superior del 
Menor, trasversal a cualquier proceso o situación referente a este grupo poblacional de 
cualquier Estado parte de la Convención.  El Interés Superior del Menor es un concepto 
dinámico, flexible y adaptable, pero no corruptible, ya que es imperativo bajo cualquier 
concepción, proceso o trámite donde se involucre un niño, niña o adolescente,  
buscando  que los derechos de estos prevalezcan sobre cualquier otra situación en el 
entorno y contexto del ordenamiento jurídico colombiano. 
La Patria Potestad se encuentra definida como aquel conjunto de derechos que la 
ley reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar a aquellos el 
cumplimiento de los deberes y el ejercicio de sus derechos, pero no se otorga en 
beneficio de los padres, sino en aras del interés superior del menor, y es exclusivo de 
los padres. En contraposición, la custodia es una de las formas de ejercer la patria 
potestad, es un derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes, pero se 
extiende del ámbito exclusivo de los padres, y se predica de todo aquel que este 
legalmente obligado a criar, educar, dirigir y disciplinar la conducta de un niño, niña y 
adolescente. 
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2. Restitución Internacional de Menores a partir de la Convención Interamericana 
sobre la Restitución Internacional de Menores, concluida en Montevideo, el 15 de 




Según la Real Academia de la Lengua Española (2017), restituir es: “Restablecer o 
poner algo en el estado que antes tenía” (p. 846). El Código de Infancia y Adolescencia 
expresa que por restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes se entiende  la restauración de su dignidad e integridad como sujetos de 
derecho, así como la capacidad para hacer un ejercicio efectivo de los derechos que le 
han sido vulnerados (Ley 1098, 2006, art. 50). En este entendido, la Restitución 
Internacional de Menores no tiene un concepto en estricto sentido, pero se identifica 
como un mecanismo o procedimiento cuya finalidad es restablecer los derechos del 
niño, niña o adolescente de una manera sumaria y ágil, evitando un daño evidente y 
permitiendo disuadir de futuros traslados ilegales o la retención ilegal (Forcada, 2016). 
La Convención Interamericana de Restitución Internacional de Menores fue 
adoptada por la Organización de Estados Americanos en 1989, y comprende en su 
texto varias precisiones tales como el derecho de custodia y el derecho de visita, el 
establecimiento de la minoría de edad en los dieciséis años para efectos de la 
Convención, la consideración de la ilegalidad del traslado o la retención que involucren 
violación de los derechos del menor de acuerdo con la ley de la residencia habitual de 
este y el tramite a seguir entre otros. Igualmente, asigna la competencia de las 
autoridades para tramitar la restitución de un menor, ya que al aplicar la convención, la 
solicitud debe ser instaurada inicialmente por la persona interesada ante las 
autoridades judiciales o administrativas del Estado de residencia habitual del menor, y 
solamente en casos de urgencia esta persona acudirá a la autoridad Central del Estado 
a donde el menor fue trasladado o retenido ilegalmente. (Blanco y Santa Cruz, 2009, 
págs. 262-263). 
La adhesión a esta Convención por parte del Estado colombiano le permite los 
padres, tutores o guardadores, o cualquier institución, inmediatamente, antes de ocurrir 
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el hecho,  hacer valer ante las autoridades extranjeras los derechos de guarda y de 
visita que le han sido reconocidos en Colombia, sin tener que entablar largos y 
costosos procesos ante las autoridades judiciales o administrativas del país donde fue 
ilícitamente trasladado el niño, niña o adolescente, con el fin de que se les reconozca el 
derecho que ya tenía, restableciendo así los derechos que les fueron vulnerados con el 
traslado o la retención ilegal (Corte Constitucional Colombiana, 2004). 
 
2.2 Características 
La Convención, tiene como objetivo principal asegurar la pronta restitución de 
menores a su residencia habitual, cuando hayan sido trasladados ilegalmente desde 
cualquier Estado a un Estado Parte, o cuando habiendo sido trasladados legalmente 
son retenidos ilegalmente. A su vez, la Convención pretende hacer respetar el ejercicio 
del derecho de visita y de custodia o guarda, por parte de los titulares (Corte 
Constitucional Colombiana, 2004). Sin embargo, Para determinar si el traslado o 
retención del niño, niña o adolescente es ilegal y, por ende, sí es procedente la 
restitución del menor de edad, la Convención señala que se han de satisfacer los 
supuestos previstos en su artículo 4, el cual dispone: 
“Se considera ilegal el traslado o la retención de un menor cuando se produzca en violación 
de los  derechos que ejercían, individual o conjuntamente, los padres, tutores o 
guardadores, o cualquier institución, inmediatamente antes de ocurrir el hecho, de 
conformidad con la ley de la residencia habitual del menor.” (OEA, 1989) 
En tal sentido, se puede colegir que el traslado o retención ilegal de un niño, niña o 
adolescente se presenta cuando los derechos de custodia o visita fueron asignados a 
uno de los padres, tutores o guardadores, o cualquier institución bajo los parámetros 
del ordenamiento jurídico colombiano y esta asignación legalmente constituida es 
interrumpida. Por otra parte, el hecho genera un detrimento o vulneración del goce 
pleno de los derechos del niño, niña o adolescente y menoscaba su calidad de vida, al 
privarlo de su derecho a tener una familia y a no ser separado de ella (Bustos, 2016). 
 
2.3 Autoridades y sujetos que intervienen (Convención-Colombia) 
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De conformidad con lo dispuesto en la Convención, cada Estado Parte designará 
una Autoridad Central encargada de cumplir las obligaciones que fueren impuestas en 
la misma, y comunicará dicha designación Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos. Dicha autoridad central colaborará con los actores del 
procedimiento y con las autoridades competentes de los respectivos Estados para 
obtener la localización y la restitución del menor; facilitando el rápido regreso y la 
recepción del menor, auxiliando a los interesados en la obtención de los documentos 
necesarios para el procedimiento previsto en esta Convención; asegurando la 
cooperación entre los Estados Parte, intercambiando información sobre el 
funcionamiento de la Convención con el fin de garantizar la restitución eficaz de los 
niños, niñas y adolescentes. (OEA, 1989, art. 7). 
El art. 6 de la Convención asigna competencia  para conocer de la solicitud de 
restitución de niñas niños y adolescentes a las autoridades judiciales o administrativas 
del Estado Parte donde el menor tuviere su residencia habitual inmediatamente antes 
de su traslado o de su retención (OEA, 1989). En Colombia, al Autoridad Central 
designada por el Estado es el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), que 
de conformidad con la Convención y en adición a lo antes mencionado, se encargará 
de promover una cooperación entre la autoridad central y las autoridades locales como 
la policía, los trabajadores sociales, los tribunales o las organizaciones como la 
Interpol. De igual forma podrá dar inicio al proceso judicial  que en Colombia está a 
cargo de los jueces de familia en única instancia6, y tiene por objeto decidir a través de 
sentencia, sobre la solicitud de restitución internacional, previos los trámites 
administrativos indicados anteriormente, cuando el retorno no se hace de manera 





2.4.1 Fácticos (Retención ilegal, diferencia con delito penal) 
                                               
6 Capítulo V. Procedimiento Judicial y Reglas Especiales. Artículo 119. Sin perjuicio de las competencias 
asignadas por otras leyes, corresponde al juez de familia, en única instancia No. 3. De la restitución 
internacional de niños, niñas y adolescentes. (Ley 1098, 2006) 
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El fenómeno de la sustracción, traslado o retención internacional de niños, niñas o 
adolescentes, se presenta por varios factores tales como crisis familiares, situación 
económica, la facilidad de cruzar fronteras, el intercambio cultural, movimientos 
migratorios, conflictos bélicos y la liberación de la familia. De esta necesidad surgieron 
varias disposiciones relacionadas en la materia como lo son el Convenio de La Haya 
sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, en 1980 (el 
Convenio de La Haya de 1980) y la Convención Interamericana sobre Restitución 
Internacional de Menores, las más relevantes entre otras (Blanco y Santa Cruz, 2009, 
pág. 260). 
La Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, 
comprende varios apartes del Convenio de La Haya de 1980 y su diferencia radica,  
principalmente, en la competencia de las autoridades para tramitar la restitución de un 
niño, niña o adolescente, ya que como se indicó anteriormente, con la aplicación de la 
Convención la solicitud debe ser instaurada ante las autoridades judiciales o 
administrativas del estado de residencia habitual y solamente en caso de urgencia 
podrá acudir ante la Autoridad Central del Estado a donde el menor fue trasladado o 
retenido ilícitamente. Por el contrario en el convenio de La Haya, el interesado puede 
hacer la solicitud ante cualquiera de las Autoridades Centrales, sin importar la situación 
de urgencia. Adicionalmente, La Convención tiene aplicación entre los Estados que 
forman parte de la OEA, mientras el Convenio de La Haya, de 1980, se aplica entre 
estados miembros que no pertenecen a la OEA o entre un Estado perteneciente a ella 
y otro que no lo es (Blanco y Santa Cruz, 2009, Págs. 262-263).  
La similitud entre estas disposiciones conduce comúnmente a confundirlas y 
confundir los aspectos que en ellas se regulan. Del nombre del Convenio de La Haya 
sobre Aspectos Civiles de la Sustracción (Secuestro) Internacional de Menores, se 
puede concluir, a priori, que en ella se discuten aspectos de índole penal, pero esto se 
da por una situación lingüística o de traducción, ya que  la expresión “secuestro”, se 
usó para traducir al español las palabras enlèvement en francés y abduction en inglés, 
idiomas oficiales de la Conferencia de La Haya, pero no tienen ninguna connotación de 
carácter penal sino sólo civil (Corte Constitucional Colombiana, 2012). 
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En este entendido, es claro que en estas disposiciones se refieren exclusivamente a 
los aspectos civiles y las conducta que se pretende regular mediante las expresiones 
“secuestro”, consiste en el desplazamiento de un menor fuera del territorio de un 
Estado en que tenga su residencia habitual, o, retención del mismo fuera de ese 
territorio por tiempo diferente del establecido para el ejercicio de visita, siempre que se 
produzca en violación del contenido de los derechos de guarda o de visita, en el ámbito 
jurídico del lugar de residencia habitual del niño, niña o adolescente (Corte 
Constitucional Colombiana, 2012). En tal sentido, la sustracción, retención y traslado 
correrían la misma suerte, cada una dentro de su connotación especial. 
 
2.4.1.1 Análisis comparativo de los procedimientos del Convenio de La Haya sobre 
los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores del 25 de octubre de 
1980 y la Convención Interamericana sobre Restitución internacional de menores, 
suscrita en Montevideo en 1989. Es notorio que la Convención Interamericana, 
sustenta su contenido en el  Convenio de La Haya de 1980, estos Instrumentos 
internacionales, firmados por  los estados signatarios de cada uno de ellos, tal como se 
expuso con anterioridad,  poseen en su contenido varios apartados en común siendo 
esto motivo de confusión en su aplicación, para lo cual se realizará un parangón, 
respecto de los aspectos más relevantes entre una y otra, que permita comprender su 
aplicabilidad en el ordenamiento jurídico colombiano (Blanco y Santa Cruz, 2009, Págs. 
262-263). 
El convenio de La Haya de 1980, se adoptó en la decimocuarta sesión de la 
Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado (HCCH, por sus siglas en 
inglés, Hague Conference on Private International Law), es un instrumento multilateral, 
que en la actualidad cuenta con 89 estados parte y su finalidad es garantizar la 
restitución inmediata de los menores trasladados o retenidos de manera ilícita en 
cualquier Estado contratante y velar por que los derechos de custodia y de visita 
vigentes en uno de los Estados contratantes se respeten en los demás Estados 
contratantes (Pino &Quiroz, 2015; HCCH, 1980).  
Por su parte, en el ámbito continental americano, el proceso de codificación llevado 
a cabo por la Conferencias Especializadas Interamericanas de Derecho Internacional 
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Privado, bajo los auspicios de la OEA, dio origen a la Convención Interamericana la 
cual  se encuentra en vigor en 14 Estados americanos (incluyendo Bolivia y Antigua y 
Barbuda que aún no son partes del Convenio de La Haya de 1980 sobre Sustracción 
de Menores) (Scotti, 2013; HCCH, 2017). 
Es así como los Estados latinoamericanos poseen dos instrumentos multilaterales 
que abordan específicamente la temática de la sustracción internacional de niños: 
el Convenio de La Haya de 1980  y la Convención Interamericana (HCCH, 2017). Las 
cuales en términos generales, regulan los aspectos civiles del traslado o retención 
ilícitos de los niños, niñas o adolescentes menores de 16 años,  prevén una solicitud de 
restitución del menor y una solicitud para garantizar el efectivo derecho de visita, y 
contemplan la designación de una Autoridad central encargada del cumplimiento de las 
obligaciones impuestas por el convenio y ambas crean un procedimiento en dos 
etapas,  una voluntaria, ante las Autoridades Centrales, y otra, contenciosa, ante las 
autoridades judiciales o administrativas competentes (Scotti, 2013). 
Por un lado el Convenio de La Haya permite que la solicitud de restitución se 
efectúe ante la Autoridad Central del Estado de residencia habitual del niño, o ante  
cualquier otro Estado parte, ante estados miembros que no pertenecen a la OEA o 
entre un Estado perteneciente a ella y otro que no lo es, o bien directamente ante las 
autoridades judiciales o administrativas.  Por otro lado, en la Convención 
Interamericana, tiene aplicación entre los Estados que forman parte de la OEA, donde  
los titulares de la acción de restitución podrán ejercitarla: a) a través de exhorto o carta 
rogatoria; o b) mediante solicitud a la autoridad central, o c) directamente, o por la vía 
diplomática o consular (Scotti, 2013; Blanco y Santa Cruz, 2009, Págs. 262-263). 
El Convenio de La Haya, dispone que toda persona, institución u organismo que 
sostenga que un menor ha sido objeto de traslado o retención con infracción del 
derecho de custodia, podrá dirigirse a la Autoridad Central de la residencia habitual del 
menor, o a la de cualquier otro Estado contratante, para que, con su asistencia, quede 
garantizada la restitución del menor. Asimismo, la Convención Interamericana 
establece que podrán instaurar el procedimiento de restitución de menores, en ejercicio 
del derecho de custodia o de otro similar, las personas e instituciones designadas o 
cualquiera que pueda ejercer efectivamente el derecho de custodia, inmediatamente 
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antes de ocurrir el hecho, de conformidad con la ley de la residencia habitual del menor 
(Scotti, 2013). 
En cuanto a la caducidad de los instrumentos, tanto en la Convención de La Haya 
de 1980, como en  la Convención Interamericana no fue previsto ningún plazo para la 
interposición de la solicitud de restitución. Sin embargo, el juez podrá rechazar el 
pedido si es presentado con posterioridad a un año desde que se produjo el traslado o 
la retención ilícita o desde el momento que el menor es localizado, siempre y cuando 
se demuestre que el niño se ha arraigado al nuevo medio. (Scotti, 2013) 
Respecto de la Competencia Judicial se aprecia del Convenio de La Haya de 1980, 
no incluye en su texto criterios de competencia judicial internacional. Es decir, no regula 
que el juez local será el internacionalmente competente para conocer sobre la 
sustracción del niño, niña o adolescente, sino que establece que debe existir 
cooperación entre autoridades para cumplir con los objetivos  del mismo, que en otras 
palabras la competencia será a elección del actor, por el contrario a diferencia del 
anterior, la Convención Interamericana si establece criterios de competencia judicial 
internacional, y establece en su artículo 6 cuál será el foro internacional competente 
para conocer sobre la restitución internacional y atribuye dichas facultades a las 
autoridades judiciales o administrativas del Estado parte donde el niño, niña o 
adolescente  tuviere su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o 
retención.  Igualmente establece a opción del legitimado para iniciar la acción y cuando 
existan razones de urgencia podrá presentarlo ante el estado parte donde se encuentre 
el menor (Matus, 2019).      
En el ordenamiento jurídico Colombiano estos dos Instrumentos Internacionales  
confluyen en   la  Ley 1098 de 8 de noviembre de 2006, “Código de la infancia y la 
adolescencia”, señala: 
“…en cuanto a la restitución internacional que “los niños, las niñas o los adolescentes 
indebidamente retenidos por uno de sus padres, o por personas encargadas de su cuidado 
o por cualquier otro organismo en el exterior o en Colombia, serán protegidos por el Estado 
Colombiano contra todo traslado ilícito u obstáculo indebido para regresar al país. Para 
tales efectos se dará aplicación a la Ley 173 de 1994 aprobatoria del Convenio sobre 
aspectos civiles del secuestro internacional de niños, suscrito en La Haya el 25 de octubre 
de 1980, a la Ley 620 de 2000 aprobatoria de la Convención Interamericana sobre 
Lineamientos para la aplicación y ejecución de la CIRIM en Colombia  27 
 
restitución internacional de menores, suscrita en Montevideo el 15 de julio de 1989, y a las 
demás normas que regulen la materia.” (Artículo 112). 
 
En resumen los dos instrumentos internacionales regulan los aspectos civiles de la 
restitución internacional de niños, niñas y adolescentes, que aunque tienen varios 
apartados en común, difieren en la competencia del estado que tratará los asuntos de 
fondo después de la restitución, así como factores de competencia respecto a los 
Estados parte, y la aplicabilidad de determinado Instrumento Internacional, ya que su 
aplicación está determinada por ser o no parte dentro de determinado Instrumento 
Internacional. Sobre el tema se puede afirmar que el Convenio de La Haya de 1980 se 
aplica con mayor frecuencia  y así lo demuestra el estudio de la jurisprudencia. Frente a 
esto  Tellechea (2002) afirma que las autoridades competentes de los Estados parte de 
la Convención Interamericana en vez de aplicar dicho texto, frecuentemente fundan las 
solicitudes de reintegro internacional en convenios bilaterales anteriores, vr. gr., 
la Convención de La Haya sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores, olvidando lo preceptuado por el art. 34 de la Convención Interamericana, que 
expresa que entre los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos 
que fueran parte de la Convención y de la Convención de La Haya de 1980, regirá la 
Convención Interamericana (pág. 11 ). 
En referencia a las etapas procedimentales, cabe resaltar que su similitud se 
establece por medio de la Ley Modelo sobre Normas Procesales para la Aplicación de 
los Convenios sobre Sustracción Internacional de niños, niñas o adolescentes que 
brinda estándares procesales para los Estados que aplican los instrumentos 
internacionales en mención. Otro aspecto es común es la base de datos sobre 
sustracción internacional de menores “INCADAT” que pone a disposición de los 
usuarios decisiones destacadas relativas tanto a el Convenio de La Haya de 1980 
como a la Convención Interamericana (HCCH, 2017). 
 
2.4.2 Efectos civiles de la restitución Internacional de Menores.  
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Los efectos civiles son aquellas consecuencias que el orden jurídico atribuye, en 
materia civil, a ciertos hechos o actos y que se concretan en la producción de 
derechos, obligaciones o deberes para quienes están sometidos a determinado orden 
jurídico. En este entendido, los efectos civiles de la Restitución Internacional de niños, 
niñas y adolescentes se refiere a los derechos y obligaciones que se dan por la 
ocurrencia de esta, en relación a lo contemplado civilmente en el ordenamiento jurídico 
colombiano (Lexivox, 2017). 
En términos generales, tanto el Convenio de La Haya como la Convención 
Interamericana regulan los aspectos civiles del traslado o retención ilícitos de los 
menores de 16 años y de la aplicación de la Convención Interamericana de Restitución 
Internacional de Menores se derivan efectos civiles que nacen de restitución del menor 
en sí, la custodia y el efectivo derecho de visita (Scotti, 2013). 
Los efectos civiles de la aplicación de la convención son entonces, de manera  
especial, la inmediata protección del el interés superior del niño, niña y adolescente, su 
protección internacional frente al traslado y retención indebidos y de manera 
fundamental la  extensión de un  repertorio de derechos fundamentales,  que buscan 
proteger a la familia en general y a los menores en particular, por medio de la 
restitución, el ejercicio del derecho de custodia y el efectivo derecho de visitas. (Herz, 
2008; HCCH, 2016). 
En Colombia, la Corte Constitucional en su jurisprudencia, se pronuncia respecto de 
los efectos civiles de la Restitución Internacional de niños, niñas o adolescentes en la 
Sentencia T-689 del 2012, la cual se abordará más adelante, (capítulo 3) en el análisis 
de casos, como un referente icónico para la casuística, cuando Colombia es el país 
requirente en la aplicación del Instrumento Internacional. Sin embargo, al respecto se 
debe precisar que la guarda de los efectos civiles del Convenio de La Haya de 1980 o 
de la Convención, le corresponde a todos los Estados contratantes, ya que  el traslado 
ilegal o la retención de un menor, es un hecho que perturba la órbita de las relaciones 
privadas y es en especial responsabilidad de la Autoridad Central, velar que durante el 
proceso de Restitución Internacional se garantice la protección de los efectos civiles de 
la misma (Corte Constitucional Colombiana, 2012). 
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2.4.3 Requisitos formales 
 
2.4.3.1 Solicitud (contenido). La Convención, los titulares de la acción de restitución 
podrán ejercitarla a través de diferentes medios. El primero de ellos es el exhorto o 
carta rogatoria, entendiendo el exhorto como una comisión que libra una autoridad 
colombiana, ya sea judicial o administrativa, dirigida a un agente consular para que 
adelante determinadas diligencias respecto de un ciudadano colombiano, con destino a 
un proceso o investigación. Y la carta rogatoria como la petición que libra una autoridad 
judicial colombiana o extranjera a su homóloga en otro país o en el nuestro, con el 
ruego que lleve a cabo una determinada diligencia judicial, práctica de pruebas o para 
obtener información, para ser aportadas a un proceso o investigación; el segundo es 
mediante solicitud a la autoridad central; por último, directamente, o por la vía 
diplomática o consular (OEA, 1989, art. 8; Cancillería, 2017). 
La Convención, en su artículo 9, establece que la solicitud o demanda de restitución 
deberá contener: (Scotti, 2013) 
a) Los antecedentes o hechos relativos al traslado o retención, así como la información 
suficiente respecto a la identidad del solicitante, del menor sustraído o retenido y, de ser 
posible, de la persona a quien se imputa el traslado o la retención; 
b) La información pertinente relativa a la presunta ubicación del menor, a las circunstancias 
y fechas en que se realizó el traslado al extranjero o al vencimiento del plazo autorizado, 
c) Los fundamentos de derecho en que se apoya la restitución del menor (pág. 4). 
De igual manera, la Convención señala los documentos de los cuales la solicitud 
deberá ser acompañada, entre los que se destacan documentos que acrediten la 
resolución judicial o administrativa, la legitimación, el derecho vigente en la materia y la 
Indicación de las medidas indispensables para hacer efectivo el retorno. Cabe señalar 
que cuando la solicitud se presenta ante la Autoridad Central, generalmente se 
completa un formulario tipo. Asimismo los documentos están exentos de las debidas 
legalizaciones cuando son transmitidos por tales autoridades, o por la vía diplomática o 
consular. La solicitud y la documentación deben estar traducidas al idioma oficial del 
país ante el cual se van a presentar. (Scotti, 2013). 
Cuando  la Autoridad Central recibe una solicitud de restitución tiene razones para 
creer que el menor se encuentra en otro Estado contratante, transmitirá la solicitud 
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directamente a la Autoridad Central de ese Estado contratante e informará a la 
Autoridad Central requirente o, en su caso, al solicitante, del mismo modo la Autoridad 
Central del Estado donde se encuentre el menor adoptará o hará que se adopten todas 
las medidas adecuadas tendentes a conseguir la restitución voluntaria del menor. En el 
caso que no se conozca el paradero del niño, la Autoridad Central dará intervención a 
INTERPOL7, organismo encargado de la localización de personas (Scotti, 2013, pág. 
6). 
2.4.3.2 Demostración de interés legítimo. Según lo expresa Salinas, Chavarro y 
Guerrero (2009) se encuentra legitimado para iniciar el proceso quien legalmente tenga 
la custodia y cuidado del menor, sea uno de los padres, tutores, guardadores o 
cualquier institución. En caso de separación o divorcio de los padres, la atribución de la 
custodia se determinará según lo establecido por vía de conciliación, o en sentencia 
judicial. Así las cosas, ante la separación de hecho, donde no se tramitó divorcio, 
carecería de legitimación el solicitante en la medida que no se ha establecido cuál de 
los dos padres tiene legalmente la custodia del menor. 
Asimismo, lo establece la Convención en su art. 5 cuando expresa que podrán 
instaurar el procedimiento de restitución de menores, en ejercicio del derecho de 
custodia o de otro similar, las personas o instituciones designadas en el art.  4. Es 
decir, los padres, tutores o guardadores, o cualquier institución que ejerciera 
efectivamente el derecho de custodia, en forma individual o conjunta, inmediatamente 
antes de ocurrir el hecho, de conformidad con la ley de la residencia habitual del 
menor. (Scotti, 2013). 
En respuesta a esta dificultad y ante la urgencia de adelantar los tramites tanto 
judiciales como administrativos para el retorno del menor, Salinas, Chavarro y Guerrero 
(2009) advierten la posibilidad de acudir ante el comisario de familia8 para que este 
defina provisionalmente la custodia y cuidado personal manifestando razones de 
                                               
7 Con 190 países miembros, INTERPOL es la mayor organización policial internacional del mundo. Su 
función es permitir que las policías de todo el planeta colaboren para hacer del mundo un lugar más 
seguro. 
8 Artículo 86. Funciones del comisario de familia.  Reglamentado por el Decreto Nacional 4840 de 2007. 
No. 5. Definir provisionalmente sobre la custodia y cuidado personal, la cuota de alimentos y la 
reglamentación de visitas, la suspensión de la vida en común de los cónyuges o compañeros 
permanentes y fijar las cauciones de comportamiento conyugal, en las situaciones de violencia 
intrafamiliar. (Ley 1098, 2006) 
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urgencia que motivan la solicitud, a efectos de preconstituir la prueba que indique que 
se ha fijado en cabeza de que progenitor estarán estos derechos y acudir así a los 
tramites respectivos  (pág. 47). 
 
2.4.3.3 Colaboración internacional y el principio de reciprocidad. El concepto de 
colaboración internacional está íntimamente relacionado con el de reciprocidad entre 
estados. Son dos pilares importantes del Derecho Internacional, la Cooperación 
Internacional es un concepto que viene de la costumbre, se encuentra incorporado en 
instrumentos internacionales tales como la Convención sobre los Derechos del Niño en 
la cual se reconoce su importancia en la parte final del preámbulo, en el Convenio de 
La Haya, 1980, donde se convino que los tribunales deben confiar en sus contrapartes 
para actuar en el mejor interés de los niños a su regreso; y es necesaria una estrecha 
cooperación judicial internacional para crear confianza mutua, y en la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, especialmente en su art. 
27 (Graiewski, 2014, pág. 118). 
Un aspecto íntimamente relacionado con la cooperación internacional es el de la 
toma de medidas de protección adecuadas para garantizar la seguridad del menor tras 
la restitución y cuyo cumplimiento deberá ser garantizado por la Autoridad Central o el 
juez del país al cual el menor será restituido. Estas medidas de protección pueden 
adoptar forma de compromisos, órdenes espejo y órdenes de restitución segura, y son 
tema de discusión en la jurisprudencia más novedosa. (Graiewski, 2014, pág. 118). 
Najurieta, citado por Graiewski, (2014) señala que otro aspecto importante de la 
cooperación internacional está dado por la incipiente creación de una red de jueces de 
enlace con el objeto de favorecer la comunicación entre autoridades competentes a fin 
de que el tribunal que ordena la restitución tenga la seguridad de que el juez 
competente en el Estado de recibimiento del niño asume su protección desde el mismo 
momento en que atraviesa la frontera (pág. 119). 
Resumiendo, el Principio de Reciprocidad Internacional es la costumbre de un 
Estado que concede a otro, un trato semejante al que recibe de él, con base en la 
cooperación internacional. (Secretaría de Relaciones Exteriores, México, 2016) En este 
sentido, cuando se requiera la asistencia y colaboración en un proceso de Restitución 
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Internacional a un Estado que forme o no parte de algún instrumento internacional, se 
podrá solicitar invocando el  Principio de Reciprocidad Internacional. 
 
 
2.5 Situaciones civiles reguladas por la Convención  
 
2.5.1 Localización del menor  y de quien lo retenga.  
 
El principal objetivo de la Convención es la restitución inmediata del niño, niña o 
adolescente trasladados o retenidos de forma ilícita en cualquier estado contratante, 
para ello es necesario facilitar la localización del menor  contando con  la coordinación 
y apoyo interinstitucional de las autoridades centrales, y que estas se apoyen en 
organismos de localización, ya sea de manera formal o no. La Interpol puede jugar un 
papel constructivo y útil en la localización de niños, niñas o adolescentes, sin ser 
necesaria la apertura de un proceso penal, pero esa determinación será del resorte de 
cada país de determinar el uso de esta red de ayuda (ICBF, 2009). 
En general, tal como lo dispuso la convención en su artículo 7, la autoridad central, 
en el caso de Colombia el ICBF, colaborará con los actores del procedimiento y con las 
autoridades competentes de los respectivos Estados para obtener la localización y la 
restitución del menor; de igual manera realizará los arreglos necesarios para facilitar el 
regreso del niño, niña o adolescente a su Estado de origen (OEA, 1989, art. 7). 
La convención, prevé la legitimación de las autoridades para localizar a el niño, niña 
o adolescente y en sus artículos 19 al 20, hace mención a las facultades de las 
autoridades judiciales o administrativas para adelantar el procedimiento tendiente a la 
localización de aquel que tenga su residencia habitual en el territorio, de acuerdo con la 
solicitud y sus documentos que la acompañen, y de adoptar las medidas que sean 
conducentes para asegurar su salud y evitar su ocultamiento o traslado a otra 
jurisdicción. (Corte Constitucional Colombiana, 2004). 
 
2.5.2 Fines de la Restitución Internacional de Menores.  
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En Concordancia con lo expuesto por La corte Constitucional y la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, suscrita por Colombia en 
Montevideo, Uruguay, el 15 de julio de 1.989, se puede afirmar que la finalidad principal 
de la Restitución Internacional en sí, es  asegurar la pronta restitución de menores a su 
residencia habitual, cuando hayan sido trasladados ilegalmente desde cualquier Estado 
a un Estado Parte, o cuando habiendo sido trasladados legalmente son retenidos 
ilegalmente, así como promover el respeto en  el ejercicio del derecho de visita y de 
custodia o guarda, por parte de los legitimados. (Corte Constitucional Colombiana, 
2004; OEA, 1989, art. 1.) 
En un análisis jurisprudencial, se identifica que la Convención y su ratificación por 
parte del estado colombiano, aseguran la efectividad de los derechos consagrados en 
el artículo 44 Superior que reconoce el derecho fundamental de los menores “a tener 
una familia y no ser separados de ella”. Este instrumento permite que los niños, niñas y 
adolescentes logren prontamente regresar a su lugar de residencia cuando han sido 
separados ilegalmente de sus tutores, cuidadores o de quien detenta la titularidad de 
su custodia, asegura el respeto por la estabilidad familiar, formativa y social del menor 
y la debida garantía de los derechos de niños y niñas a crecer armónicamente. (Corte 
Constitucional Colombiana, 2004).  
Simultáneamente, permite el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, estableciendo criterios para los derechos de visita, promoviendo el 
fortalecimiento de los  lazos afectivos y sociales con padres residentes en el exterior o 
familiares, en un entorno que asegure su regreso o restitución efectiva a sus familias, 
asegurando que tanto la familia, como la sociedad y el Estado, asistan y protejan a los 
niños y las niñas  para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno 
de sus derechos. (Corte Constitucional Colombiana, 2004). 
 
2.5.3 Régimen de custodias y visitas.  
 
En sentido amplio, tal como se contempló anteriormente, el régimen de la custodia y 
visitas es un atributo inherente a la patria potestad, aunque la legislación y la 
jurisprudencia de algunos estados las tratan como independientes. Lo primero es 
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señalar el carácter filiar de la patria potestad, definida por diferentes tratadistas como 
derecho, facultad o autoridad, de los padres sobre los hijos niños, niñas  y 
adolescentes, situación que se altera en ausencia de los progenitores o cuando la 
patria potestad no es ejercida por los padres, según lo establecido en el ordenamiento 
interno de cada país. En Colombia, en ausencia de los progenitores la institución 
desaparece y solo resta la figura del cuidado y tenencia de los niños, niñas y 
adolescentes, la cual recae sobre la familia, las instituciones, la sociedad y el Estado 
(Guio, 2015).  
El artículo 44 de la Constitución Política colombiana, asignó a la familia, a la 
sociedad y al Estado la obligación de asistir y proteger al niño con el fin de garantizar 
su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Se afirma en 
sentido amplio que la custodia o cuidado personal, es el cuidado y atención del incapaz 
y se confunde con la guarda y la patria potestad, términos jurídicos que se 
complementan, pero que no son una y la misma cosa. Así las cosas,  la custodia y el 
cuidado personal lo deben ejercer las personas que conviven con el menor, pero 
radicalmente son responsables los padres, en forma conjunta y solidaria, un deber 
correlativo de los hijos menores a exigir ese cuidado. Y es igual obligatoria para ambos 
padres, cuando ambos existen. Para la Convención, objeto de estudio, en su art. 3, se 
describe el derecho de custodia o guarda como aquel que comprende el derecho 
relativo al cuidado del menor y, en especial, el de decidir su lugar de residencia, 
exposición que va de acuerdo al interés superior del menor y a su derecho fundamental 
a tener una familia y a no ser separado de ella. (Guio, 2015; OEA, 1989, Art. 3) 
El régimen de visitas forma parte del Derecho de relación, es el derecho que 
permite el contacto y comunicación permanente entre padres e hijos, permitiendo el 
desarrollo afectivo, emocional y físico, así como la consolidación de la relación paterno 
filial. Jurídicamente, visitar implica estar, supervisar y compartir, entre otros. Derecho 
que para la Convención, comprende no solo lo antes mencionado, sino también la 
facultad de llevar al menor por un período limitado a un lugar diferente al de su 
residencia habitual. El derecho de visitas, en una relación jurídica familiar básica que se 
identifica como un derecho-deber a tener una adecuada comunicación entre padres e 
hijos (y viceversa) cuando no existe entre ellos una cohabitación permanente. De igual 
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manera, como derecho familiar subjetivo reconoce, el derecho del progenitor que no 
vive con su hijo a estar con él así como, recíprocamente, el derecho del hijo de 
relacionarse con su padre a quien no ve cotidianamente. (Varsi, 2017; OEA, 1989, Art. 
3). 
Es por ello que se insiste a lo largo del estudio de la Convención sobre el derecho 
de todo niño a tener una familia y a no ser separados de ella es uno de los derechos 
constitucionales fundamentales y prevalentes del que son titulares los niños, niñas y 
adolescentes como sujetos de especial protección constitucional; por lo que, si alguno 
de los padres está ejerciendo el derecho a la custodia o visitas de su hijo y este es 
separado a la fuerza por el otro progenitor sin su consentimiento, puede quebrantar 
este derecho fundamental (Bustos, 2016  ).  
 
2.5.3 Conciliación o Mediación respecto de situaciones que afectan al niño, 
niña o adolescente.  
 
Los Mecanismos Alternativos de solución de conflictos son  los procesos 
alternativos al proceso judicial, disponibles para la resolución de conflictos, en los 
cuales, más que imponer una solución, permite a las partes crear su propia solución. El 
mecanismo más empleado en el ámbito internacional respecto de conflictos familiares 
es la mediación, entendida como el proceso mediante el cual las partes, al no poder 
solucionar directamente una controversia y se interrumpen las conversaciones, pueden 
recurrir a un tercero neutral para que promueva nuevas reuniones y el reinicio del 
dialogo a fin de que las partes desplieguen sus mejores esfuerzos en encontrar una 
solución. El tercero neutral no plantea soluciones, únicamente se limita a ser un 
facilitador del dialogo (Observatorio, 2011). 
Durante el proceso de Restitución Internacional de un niño, niña o adolescente, 
cuando aparece la etapa conflictiva para los protagonistas de un esquema familiar, es 
difícil emplear herramientas o estrategias para afrontar el conflicto. Sin embargo, usar 
la mediación es una manera más sustentable de solucionar el conflicto, ya que 
favorece la protección y restablecimiento de los derechos del niño, niña o adolescente 
(Omegna y Muñoz, 2014). 
Lineamientos para la aplicación y ejecución de la CIRIM en Colombia  36 
 
La Restitución Voluntaria, sería la clave para conseguir la disminución de los 
nocivos daños hacia los menores que se encuentran en tan desagradable situación. 
Asimismo le agrega rapidez al proceso, permitiendo garantizar la Restitución inmediata 
del niño al Estado de su Residencia habitual y así asegurar la protección de su 
Derecho de Visita, y una excelente manera de lograr una Restitución Voluntaria es a 
través de la Mediación Familiar. Así las cosas, lograr la restitución voluntaria al estado 
de residencia habitual niño, niña o adolescente, con un acuerdo de equilibrio entre la 
celeridad y la garantía de la protección de los derechos del menor y el cumplimiento de 
los fines de la Convención es la mejor opción (Omegna y Muñoz, 2014). 
 
2.6 Conclusiones parciales 
 
La Restitución Internacional menores, es un mecanismo o procedimiento mediante 
el cual se restablecen los derechos del niño, niña o adolescente de una manera 
sumaria y ágil, evitando un daño evidente y permitiendo disuadir futuras traslados 
ilegales o la retención ilegal. En la aplicación de la Convención, se busca restituir el 
menor a su lugar habitual de residencia, así como procurar  el ejercicio del régimen de 
custodia y visitas.  
De conformidad con la Convención, cada Estado parte designará una Autoridad 
Central encargada de cumplir las obligaciones que fueren impuestas en la misma. En 
Colombia, al Autoridad Central designada por el Estado es el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, que de conformidad con la Convención y en adición a lo antes 
mencionado, se encargará de promover una cooperación entre las autoridades 
nacionales e internacionales y realizar todos los trámites administrativos para la pronta 
restitución.  El proceso judicial  que en Colombia está a cargo de los jueces de familia 
en única instancia, y tiene por objeto decidir a través de sentencia, sobre la solicitud de 
restitución internacional. 
La restitución Internacional de Menores, se refieren y trata exclusivamente a los 
aspectos civiles del niño, niña o adolescente y las conducta que se pretende regular es 
el desplazamiento de un menor fuera del territorio de un Estado en que tenga su 
residencia habitual, o, retención del mismo fuera de ese territorio por tiempo diferente 
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del establecido para el ejercicio de visita, siempre que se produzca en violación del 
contenido del  derecho de custodia. 
La solicitud de restitución se puede presentar mediante exhorto, solicitud a la 
autoridad central directamente, o por la vía diplomática o consular. Esta se puede hacer 
por medio de un formulario tipo, acompañada de documentos que permitan establecer 
los hechos relevantes que ameriten la restitución.  
Los legitimados para iniciar la solicitud de Restitución Internacional, de acuerdo con 
la Convención son los padres, tutores o guardadores, o cualquier institución que 
ejerciera efectivamente el derecho de custodia, en forma individual o conjunta, 
inmediatamente antes de ocurrir el hecho, de conformidad con la ley de la residencia 
habitual del menor. 
El  Principio de Reciprocidad Internacional es la costumbre de un Estado que 
concede a otro, un trato semejante al que recibe de él, con base en la cooperación 
internacional. En este sentido, cuando se requiera la asistencia y colaboración en un 
proceso de Restitución Internacional a un Estado que forme o no parte de algún 
instrumento internacional, se podrá solicitar invocando el  Principio de Reciprocidad 
Internacional.  
La finalidad principal de la Restitución Internacional es  asegurar la pronta 
restitución de menores a su residencia habitual, cuando hayan sido trasladados 
ilegalmente desde cualquier Estado a un Estado Parte, o cuando habiendo sido 
trasladados legalmente son retenidos ilegalmente, así como promover el respeto en  el 
ejercicio del derecho de visita y de custodia o guarda, por parte de los legitimados. 
La mediación es el mecanismo de solución de conflictos idóneo en la Restitución 
Internacional de menores, agilizando el proceso, evitando mayores traumatismos o 
daños al menor y a su familia. 
 
3.  Análisis de casos 
 
Para el estudio del tema, es importante realizar un análisis jurisprudencial con el fin 
de demostrar casos puntuales que permiten desarrollar el contenido y las diversas 
problemáticas del procedimiento de restitución internacional de menores en Colombia, 
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esto desde dos puntos de vista a saber: Colombia como Estado requirente y  Colombia 
como Estado requerido. El ICBF establece dentro del trámite a las solicitudes de 
restitución internacional conforme al Convenio de La Haya de 1980 y la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores,  como “país requirente” a 
aquel que reclama la restitución de un niño trasladado o retenido ilícitamente o la 
regulación o garantía del derecho internacional de visitas y como “país requerido” a 
aquel al que el niño, niña o adolescente fue trasladado o está retenido ilícitamente y al 
cual se reclama la restitución o el restablecimiento o garantía de un régimen de visitas. 
(ICBF, 2016). 
Así las cosas, se debe tener presente que la jurisprudencia en el ordenamiento 
jurídico colombiano no discrimina sobre el tipo de Convención que se aplica para el 
caso en concreto y utiliza tanto el Convenio de La Haya de 1980 como la Convención 
Interamericana, esto teniendo en cuenta lo explicado con anterioridad en referencia a 
los dos instrumentos y que los dos refieren localmente a la misma normatividad, Ley 
1098 de 2006. (Ley 1098, art. 112, 2016; Ver acápite 2.4.1.1 Análisis comparativo). 
Por tanto, es menester aclarar que al realizar el examen de la jurisprudencia no se 
encuentra con exactitud aquella donde se invoque la Convención materia de estudio en 
Colombia, por ello se analizarán dos casos concretos, que aunque no identifiquen la 
Convención, ilustran claramente el procedimiento y los principios sobre los cuales se 
basa el fallo del juzgador, rescatando lo esencial en cuanto al proceso de Restitución 
Internacional de niños, niñas o adolescentes. 
 
3.1 Colombia país requirente 
 
Para exponer los procesos tendientes a la restitución del niño, niña y adolescentes, 
siendo Colombia el Estado requirente, es decir, cuando el menor es retenido en otro 
Estado parte y es protegido por el ordenamiento jurídico Colombiano, se procederá a 
estudiar la sentencia T-689 (Corte Constitucional Colombiana, 2012), acción de tutela 
instaurada por el accionante (Juan) en nombre propio y en representación de su hija 
(Ana) contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, y el Estado requerido fue 
Estados Unidos. 
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En esta oportunidad la situación o los hechos que se presentaron fueron los 
siguientes: Juan, accionante y padre de la menor otorgó permiso de salida del país a su 
hija Ana de cuatro años de edad para la época, quien en compañía de su madre 
Enriqueta, viajarían como turistas a Orlando (Estados Unidos) por un lapso de 10 días, 
plazo que se amplió a arbitrio de la madre, quien se comunicó con Juan el día 11 y le 
manifestó que no regresarían a Colombia ya que se le había presentado una 
oportunidad laboral. Posteriormente, el padre de Enriqueta le informa a Juan que su 
hija se había casado hacía ya 6 meses y que ésta había decidido radicarse con su 
nuevo esposo y con Ana en la ciudad de Carolina del Sur (Estados Unidos), situación 
que fue confirmada por Enriqueta por medio de una carta donde además añadió que en 
ningún momento fue su intención separarlo de su hija Ana. 
En respuesta a lo acaecido, Juan acude a dos vías jurídicas, la primera fue 
presentar denuncia penal contra Enriqueta por el supuesto delito de “ejercicio arbitrario 
de la custodia de hijo menor de edad” (situación que no se analizará ya que no es el 
objetivo de este trabajo) y posteriormente, solicitó al ICBF, Regional Valle del Cauca, 
por intermedio de apoderada judicial, que se citara a Enriqueta a una audiencia de 
Conciliación para llegar a un acuerdo respecto del regreso de la niña a la ciudad de 
Cali y que en caso de que la conciliación no prosperara se iniciara la demanda de 
Restitución Internacional de su hija  Ana, de acuerdo a las facultades que otorga el 
Convenio de La Haya de 1980 y su aplicabilidad de acuerdo a la Ley 1008 de 2006.  
A la audiencia de conciliación acudió Juan y en nombre de Enriqueta su padre y su 
apoderado judicial, sin que fuera posible llegar a un acuerdo entre las partes, la 
audiencia fue declarada fallida por el Defensor  de familia del ICBF, quien a su vez se 
abstuvo de iniciar el trámite de la Restitución Internacional de Ana, motivo por el cual 
Juan acudió al ICBF en Bogotá como Autoridad Central para la aplicación del Convenio 
de La Haya de 1980 e iniciar el trámite administrativo de Restitución Internacional 
desde Estados Unidos, país donde la menor se encontraba retenida ilegalmente y 
lograr así el restablecimiento de los derechos vulnerados y el retorno a su lugar de 
residencia habitual en Cali, Colombia. 
En efecto, el ICBF, a través de la Subdirectora de adopciones, inició el trámite 
administrativo, ante la Autoridad Central de Estados Unidos, quien a su vez dio 
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respuesta, indicando la lista de abogados, tanto de oficio como particulares, para que 
Juan los contactara, con el fin de llegar a un acuerdo de representación para iniciar las 
acciones judiciales pertinentes para lograr la restitución. Y paralelamente requirió a 
Enriqueta para que se pronunciara sobre la solicitud de regreso de la menor a 
Colombia, ante lo cual ésta manifestó animo de conciliar respecto de las visitas que 
Juan podría hacer a Ana y las razones por las cuales se justificaba la permanencia de 
la menor en Estados Unidos. De lo anterior, no surgió ningún acuerdo y Juan no pudo 
obtener la asesoría jurídica requerida, para seguir por la vía judicial, ya que los factores 
de idioma y recursos económicos eran obstáculos para su viabilidad. 
Habían transcurrido 11 meses sin que Juan pudiera ver o mantener un contacto 
constante con su hija Ana, cuando decidió presentar la tutela, alegando en su momento 
que sus derechos fundamentales habían sido vulnerados y que a su hija le habían 
vulnerado los derechos al libre desarrollo de la personalidad (art. 16 C.P.), a tener una 
familia y a no ser separada de ella, a la integridad física y psicológica (art. 44, C. P.), y 
a la aplicación de los tratados internacionales que consagran los derechos de los niños 
(art. 93 C.P.), por la omisión del deber legal, por tanto, Juan solicitó se nombrará un 
defensor de familia para que iniciará la Restitución Internacional de su hija, en 
cumplimiento del Convenio de La Haya de 1980. 
En primera instancia el juez encontró ajustadas a derecho las actuaciones de la 
Autoridad Central en Colombia o ICBF, ya que la misma dio estricto cumplimiento a lo 
establecido en el Convenio de La Haya de 1980 y explicó a Juan los fundamentos para 
negar la pretensión de este, de ordenar a la Autoridad Central el inicio de la Restitución 
Internacional de su hija, ya que la menor se encuentra radicada en Estados Unidos con 
su madre. Así las cosas mediante fallo se negó el amparo de los derechos del actor, 
decisión que no fue impugnada. 
En ejercicio de sus funciones la Corte Constitucional Colombiana, conoció de este 
fallo e  inició el análisis de la actuación, vinculando a la madre (Enriqueta) al proceso y 
solicitando una serie de pruebas a la Fiscalía General de la Nación, al ICBF y al padre 
de la menor. Quienes en su momento manifestaron sus posiciones respecto del caso 
en concreto y contestaron interrogatorios, estos últimos encaminados a verificar las 
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circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos, así como la verificación de los 
derechos de la menor.  
Fue contundente la Corte en indicar que aun cuando el accionante se había 
equivocado en la formulación de sus pretensiones, toda vez que como él lo  formuló 
hacia parte del procedimiento de una solicitud como si Colombia fuera el país requerido 
y en su caso era todo lo contrario Colombia país requirente, por esta razón en un 
principio la Corte consideró que no debían tenerse en cuenta las pretensiones del 
actor. Sin embargo ante la presencia del Principio del Interés Superior del Menor la 
Corte procedió a resolver de conformidad con el Convenio de La Haya de 1980 y la 
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores y aplicó el 
procedimiento ajustándolo a que Colombia era el país requirente. 
Para ese momento la Corte planteó el siguiente  problema jurídico “vulnera una 
madre (vinculada en esta instancia en el proceso por la Sala de Revisión) los derechos 
a la igualdad, a la propia identidad personal y al libre desarrollo de la personalidad, a 
tener una familia y a no ser separada de ella, y a la integridad física y psicológica (art. 
44, CP) de su hija, al retenerla sin contar con ninguna autorización del padre para ello, 
ni orden de autoridad judicial” (Corte Constitucional Colombiana, 2012). 
Procede entonces la Corte a resolver el problema planteado haciendo uso de los 
siguientes elementos de peso: (i) los menores de edad como sujetos de especial 
protección; (ii) contenido y alcance del concepto interés superior del menor y los 
criterios jurídicos para determinarlo; (iii) presentar el objetivo y alcance de la Ley 173 de 
1994 “por medio de la cual se aprueba el Convenio La Haya 1980”; y (iv) explicar el 
procedimiento de restitución internacional de menores. 
Recordando también, que existen reglas constitucionales, legales y 
jurisprudenciales que podían ser aplicadas para determinar en qué consiste el interés 
superior de cada niño, dependiendo de sus circunstancias particulares, entre las que se 
encuentran la verificación de (i) Garantía del desarrollo integral del menor; (ii) Garantía 
de las condiciones para el pleno ejercicio de los derechos fundamentales del menor; iii) 
Protección del menor frente a riesgos prohibidos; (iv) Equilibrio entre los derechos de 
los niños y los derechos de sus padres, sobre la base de que prevalecen los derechos 
del menor; (v) Provisión de un ambiente familiar apto para el desarrollo del menor; (vi) 
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Necesidad de razones poderosas que justifiquen la intervención del Estado en las 
relaciones paterno/materno - filiales (Corte Constitucional Colombiana, 2012). 
Entre otros, destacó la Corte los derechos fundamentales de los niños en Colombia, 
entre los que se encuentran los invocados por el actor y que estos deben ser 
protegidos por la familia,  la sociedad y el Estado; a los cuales les asiste la obligación 
de proteger y garantizar el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes, resaltando su 
prevalencia sobre los derechos de los demás, y que al entender al menor como interés 
jurídico relevante implica adoptar todas las medidas conducentes para tal fin, situación 
que se encuentra plenamente respaldada por el derecho internacional, mediante todos 
los tratados internacionales creados para tal fin. En este sentido Triana (2017) se 
refiere al principio de prevalencia cuando indica que “los niños desde su nacimiento son 
protegidos legalmente y con ellos nacen una serie de responsabilidades que se 
encuentran en cabeza del núcleo familiar principal; la sociedad también cumple un 
papel preponderante sin desconocer, la valiosa protección que debe brindar el Estado 
como garante de todos los derechos.” (pág. 10). 
Ahora bien, respecto del principio del Interés Superior del Menor la Corte reiteró que 
frente a todas las actuaciones de los particulares y funcionarios públicos en las que se 
encuentren involucrados menores de edad, deben estar siempre orientadas por este 
principio, teniendo en cuenta que la solución adecuada será aquella que satisface dicho 
interés, ya que el principio  del Interés Superior del Menor no es un abstracto y solo se 
puede establecer prestando la debida consideración a las circunstancias individuales, 
únicas e irrepetibles de cada menor de edad como sujeto digno y de derecho que debe 
ser protegido, por la familia, la sociedad y el Estado. Argumentación, que se encuentra 
acorde a lo dicho por los doctrinantes López-Contreras (2015), en el entendido del 
principio como eje fundamental en cada uno de los procesos donde interviene un niño, 
niña o adolescente, toda vez que el principio forma parte del sistema de protección de 
los derechos de la niñez. 
Consideró la Corte que en relación al objetivo del Convenio de La Haya de 1980, la 
conducta que se pretende regular es el desplazamiento de un menor fuera del territorio 
de un Estado, donde tenga su residencia habitual, o retención del mismo por fuera de 
ese territorio por un tiempo diferente al establecido para el ejercicio del derecho de 
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visita, siempre que se produzca en violación del contenido de los derechos de guarda o 
de visita de acuerdo a lo establecido en el ordenamiento jurídico del lugar de residencia 
habitual del menor. 
Así pues, lo  pretendido en el Convenio es evitar que quien trasladó a un menor de 
16 años de edad de manera ilícita en alguno de los Estados contratantes 
inmediatamente antes de la violación de cualquier derecho de custodia o de visita (art. 
4), se beneficie de una jurisdicción ajena al lugar donde se desarrollan sus actividades 
diarias, desconociendo, no sólo el derecho de la otra persona a la custodia del menor, 
sino también, el derecho a que sea la jurisdicción de residencia habitual la que dirima 
las controversias familiares (Corte Constitucional Colombiana, 2012). 
Por otra parte, resaltó la Corte en relación al procedimiento de la Restitución 
Internacional, la existencia de dos fases, una  administrativa y la otra judicial. Indicando 
que la fase administrativa se inicia cuando una persona directa o a través de la 
Autoridad Central de un Estado parte, dirige una solicitud de restitución a la Autoridad 
Central de otro Estado parte. Recibida la solicitud y verificados los requisitos de 
procedencia de la misma, y bajo el principio de colaboración, la Autoridad Central 
impulsa el trámite para el regreso inmediato y voluntario del menor y cuando esto no es 
posible, se inicia la fase judicial, donde respecto de la legislación de cada Estado la 
autoridad judicial decide según cada caso, si negar o conceder definitivamente la 
solicitud de restitución. 
Resalta la Corte que aun cuando en este caso en particular, el proceso 
administrativo goza de gran eficacia frente a las actividades y funciones administrativas 
de la Autoridad Central de ambos países,  pues es evidente la aplicación del principio 
de reciprocidad y colaboración entre Estados, mostrando ambos su interés por el caso 
en concreto, la celeridad en dichos tramites y la imparcialidad con que se manejan los 
temas concernientes para cumplir con la finalidad del proceso de restitución 
internacional,  existen deficiencias de fondo como el hecho de evidenciar que ninguna 
de las autoridades centrales se  preocupó por realizar una evaluación de las 
condiciones de la menor en Estados Unidos para verificar, por ejemplo, su estado de 
salud, establecer si goza de asistencia médica, y verificar si está estudiando, como 
tampoco se solicitó o tomó alguna medida de protección en su momento, para prevenir 
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un nuevo traslado de la menor dentro o fuera del país que dificultará el restablecimiento 
de los derechos de la menor Ana. 
En primer lugar concluye la Corte que la madre retuvo y separó indebidamente a la 
menor (Ana) de su padre (Juan). Defraudando su confianza se llevó la niña a Estados 
Unidos, y no regresó en el tiempo pactado, luego le comunicó que no regresarían y le 
ofreció la posibilidad de no perder contacto con Ana mediante un régimen de visitas 
desproporcionado, costoso, y que de ninguna manera garantizaba la consolidación de 
una relación paterno filial y familiar. Este proceder de la madre, que obró de manera 
unilateral, sin definición previa, voluntaria ni judicial a propósito de la guarda de la 
menor ni sobre el régimen de visitas, es totalmente reprochable y constituye una clara 
vulneración del interés superior de la niña que no puede ser avalada por esta 
Corporación. (Corte Constitucional Colombiana, 2012). 
En segundo lugar concluye, que pese a que las actuaciones del ICBF fueron 
ajustadas a derecho, la vulneración de los derechos fundamentales de la niña Ana 
fueron evidentes, ocasionando perjuicios en su desarrollo psico-afectivo por la 
separación abrupta y definitiva de su padre y del resto de la familia paterna en una 
etapa crucial en su desarrollo por su permanencia ilegítima en los Estados Unidos, 
situación que no puede ser ignorada por el juez de tutela, quien está obligado 
constitucionalmente a tomar las medidas de protección necesarias para garantizar el 
interés superior de la menor.  
Por lo tanto, la Corte procedió a revocar la sentencia del juez de tutela y adoptó una 
serie de medidas de protección tendientes al restablecimiento de los derechos de Ana, 
como por ejemplo que la madre debía traer a la menor a Colombia con el fin de 
restaurar el contacto con el padre y su familia paterna, la niña debía permanecer en 
Colombia hasta que los padres acordaran la custodia, cuidado personal y régimen de 
visitas, y de no ser posible esto, hasta que por vía judicial se definieran estos aspectos, 
además ordenó al ICBF acompañar, asesorar y prestar ayuda psicológica a la menor 
en  todo el proceso de reencuentro con su padre, exhortándolo en su momento para 
que como Autoridad Central de Colombia consignará de forma precisa los 
procedimientos a aplicar por parte de otros Estados cuando Colombia es el país 
requirente y que dan desarrollo al Convenio sobre Aspectos Civiles del Secuestro 
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Internacional de Niños, suscrito en La Haya el 25 de octubre de 1980.  (Corte 




3.2 Colombia país requerido 
 
Habiendo abordado la casuística correspondiente al país requirente, es menester  
analizar el proceso de Restitución Internacional de niñas, niñas y adolescentes desde 
otra perspectiva, en estricto sentido Colombia como país requerido, es decir, aquellos 
casos en los cuales el niño, niña o adolescente es retenido o trasladado ilegalmente a 
Colombia y es requerido por el Estado de residencia habitual. Para describir este 
proceso de aplicabilidad de la Restitución Internacional cuando Colombia es el país 
requerido se analizará la Sentencia T-1021 (Corte Constitucional Colombiana, 2010). 
Acción de tutela instaurada por el padre (Boro) del niño, contra el Juzgado Primero 
Promiscuo Municipal de Chía, Promiscuo de Familia de Zipaquirá y la madre (Adriana) 
de su hijo (Joan), por la violación de su derecho al debido proceso e igualdad alegando 
también la protección de los derechos del niño a tener una familia y no ser separado de 
ella, al cuidado, al amor y al libre desarrollo de la personalidad en el trámite del proceso 
verbal sumario para conseguir la Restitución Internacional del niño Joan a su domicilio 
habitual, convirtiendo a España en el Estado requirente (Corte Constitucional 
Colombiana, 2010). 
La situación que se presentó en este caso fue la siguiente: el señor Boro contrajo 
matrimonio con la señora Adriana, fruto de esa unión nació Joan, quien en octubre del 
2005 fue trasladado Ilícitamente por su progenitora desde España a Colombia, razón 
por la cual Boro, en mayo de 2006 acude ante el  ICBF para dar inició al trámite 
administrativo en la aplicación del Convenio de La Haya de 1980,  a fin de lograr la 
restitución Internacional de Joan a su residencia habitual en el país de España (Corte 
Constitucional Colombiana, 2010). 
La etapa administrativa durante el trámite inició con audiencia de conciliación ante 
el ICBF la cual se declaró fracasada, por tanto Boro presentó demanda de Restitución 
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Internacional contra Adriana la madre de Joan,  la cual fue rechazada por falta de 
competencia ya que se presentó en Zipaquirá y el domicilio de Adriana era  Chía - 
Cundinamarca, situación que se corrigió al ser admitida la demanda en enero de 2007 
ante el Juzgado Primero Promiscuo de Chía. Este último llevó a cabo audiencia de 
conciliación, durante la cual, a juicio del actor, se pactó que Adriana restituiría 
voluntariamente a Joan el día 30 de septiembre de 2007, y en caso contrario el juez 
dictaría sentencia de plano mediante la cual se ordenaría la restitución internacional del 
niño, conforme al Convenio de La Haya de 1980 (Corte Constitucional Colombiana, 
2010). 
En el tiempo acordado, la madre del menor incumplió con lo pactado en la diligencia 
de audiencia, y pese al incumplimiento de esta, el juez no acató lo establecido, al no 
dictar sentencia de plano frente a la restitución del niño y se prologó el proceso de 
restitución hasta el 7 de noviembre de 2008. Ante esta situación, el señor Boro 
interpuso acción de tutela contra providencias judiciales, por considerar  en su 
momento que las decisiones tomadas por los jueces vulneraban su derecho 
fundamental al debido proceso e igualdad y alegó la protección de los derechos del 
niño a tener una familia y no ser separado de ella, al cuidado, al amor y al libre 
desarrollo de la personalidad (Corte Constitucional Colombiana, 2010). 
La Corte entra a conocer del caso, evidenciando principalmente los siguientes 
problemas jurídicos: El primero de ellos hace referencia a uno de los derechos que el 
actor invoca para sí, en referencia al derecho al debido proceso, frente a las sentencias 
proferidas en el proceso de Restitución Internacional de menores, el cual la  Corte lo 
expresa de la siguiente manera: 
“si en las sentencias proferidas por las autoridades accionadas, se incurrió en una causal 
de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, capaz de vulnerar el 
derecho fundamental al debido proceso del accionante, en razón a que, según señaló, en el 
trámite verbal sumario de restitución internacional del niño Boro Joan Montroy Gallego, se 
presentó demora en su resolución y no se cumplió lo dispuesto en el acta de conciliación de 
emitir sentencia ante su incumplimiento” (Corte Constitucional Colombiana, 2010). 
El segundo de ellos, intrínsecamente relacionado al primero, y que no es 
expresamente señalado por la corte refiere a ¿si el factor de “adaptación del menor” 
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contemplado como la excepción en el artículo 12 del Convenio opera de ipso con el 
transcurso del tiempo? 
Para resolver el primer problema jurídico, la Corte tuvo en cuenta los siguientes 
aspectos i) reiteró los presupuestos para la procedencia excepcional de la acción de 
tutela contra actuaciones judiciales y pasará a determinar ii) el objetivo y el supuesto de 
aplicación de la Ley 173 de 1994 por medio de la cual se aprobó el Convenio sobre 
aspectos civiles del secuestro internacional de niños suscrito en La Haya el 25 de 
octubre de 1980; iii) el principio de celeridad como parte esencial en el carácter 
fundamental del derecho al debido proceso y el trámite establecido en la legislación 
colombiana para la restitución internacional de menores, iv) el interés superior del 
menor en los procesos de restitución internacional de menores y v) los efectos del 
acuerdo conciliatorio en el marco de los procesos judiciales de restitución internacional 
de menores. (Corte Constitucional Colombiana, 2010). 
De lo anterior, en referencia a los asuntos de fondo a tratar sobre la restitución 
internacional de menores, la corte fue enfática al decir que el Convenio pretende evitar 
que quien trasladó al menor de manera ilícita se beneficie de una jurisdicción ajena, 
omitiendo el derecho de la otra persona a la custodia del menor y el derecho a que sea 
la jurisdicción de residencia habitual la que dirima las controversias familiares 
suscitadas.  Por otra parte es de igual relevancia, entender que el desarraigo violento 
del menor por parte de uno de sus progenitores, sobre  el otro es censurable. De allí 
que proceda el amparo del derecho a la familia para el menor y para el padre de quien 
fue desarraigado, es decir, el derecho es de doble vía, es decir, que si se reconoce 
para los hijos se debe asimismo reconocer en igualdad de condiciones para los padres, 
en aras de mantener incólume el concepto de familia (Corte Constitucional Colombiana, 
2010). 
En cuanto al fallo, la  Corte confirmó que el traslado y retención de Joan fueron 
ilícitos, ya que estos se dieron sin el consentimiento del padre, quien en ese momento 
ejercía la patria potestad sobre el niño, razón por la cual procedía la Restitución 
Internacional del Menor, pero que a la luz examine de la corte, se entiende, de acuerdo 
al acervo probatorio, que el señor Boro, dio inicio al trámite administrativo para el 
retorno voluntario siete meses después de haber sucedió el traslado ilícito de Joan, y 
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que transcurridos un año y dos meses después del traslado radicó la demanda de 
Restitución Internacional, razón por la cual, en mérito de lo consagrado en el artículo 12 
del Convenio de La Haya de 1980, el juez no podía ordenar el retorno del niño a 
España, ya que había trascurrido más de un año desde el traslado y el arraigo del niño 
a su nuevo entorno era evidente, constituyendo así una de las excepciones a la 
restitución Internacional (Corte Constitucional Colombiana, 2010). 
En cuanto a lo anterior, y de conformidad con el salvamento de voto expuesto en la 
sentencia objeto de estudio, existe un yerro y este radica en que el paso del tiempo no 
puede operar de ipso para crear una excepción a la restitución, es decir, no se 
evidenció claramente que el tiempo trascurrido haya en verdad creado un arraigo del 
niño en Colombia, no se tuvieron en cuenta situaciones fácticas o  apreciaciones de 
expertos en la materia, por el contrario bastó con testimonios de familiares de la madre, 
que posiblemente pueden ser poco certeros debido a la cercanía con esta, creando una 
desproporción en la prevalencia de derechos del niño sobre los del padre (Corte 
Constitucional Colombiana, 2010). 
Al respecto, según expone García (2003) existen diferencias entre integración y 
adaptación al nuevo ambiente, considerando que la integración es un concepto más 
amplio y con más factores a tener en cuenta que la adaptación del menor a las nuevas 
circunstancias. El arraigo es algo más allá que la escolarización del niño, niña o 
adolescente, o del aprendizaje de una nueva lengua ya que gozan de gran capacidad 
de aprendizaje, y de  adaptación a las nuevas situaciones, pero que el  juez debe 
valorar lo que el menor ha dejado atrás, que aunque es muy difícil ya que usualmente 
no cuenta con medios probatorios para constatar las circunstancias,  en principio atrás 
queda un progenitor, los abuelos, primos, los amigos del colegio, del barrio, las 
costumbres, un modo de vida, etc. (pág. 17). 
Es importante aquí señalar que la Corte es clara al indicar  la contraposición entre 
los derechos del padre y el interés superior del menor, situación que se corrobora con 
la decisión tomada, ya que para la Corte prevaleció la estabilidad del menor debido al 
largo tiempo que permaneció en Colombia, ante los derechos del padre. Y frente a la 
aplicación de este principio, la Corte menciona que: 
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“comporta que los niños sean destinatarios de un trato preferente, en razón a su carácter 
jurídico de sujetos de especial protección, y, por lo tanto, sus derechos deben ser valorados 
de acuerdo con las circunstancias específicas del caso. Es decir, que el interés superior del 
niño tiene un contenido de naturaleza real y relacional, aspecto que demanda una 
verificación y una especial atención de los elementos concretos y específicos que 
identifican a los niños, a sus familias, y en donde inciden aspectos emotivos, culturales, 
creencias y sentimientos importantes socialmente”. (Corte Constitucional Colombiana, 
2010). 
En efecto, tal como se mencionó a través de la exposición de análisis de esta 
sentencia, el carácter prevalente en la aplicación del principio de interés superior de los 
niños niñas y adolescentes, permite entender que el arraigo es un factor fundamental a 
considerar al momento de ponderar intereses, ya que trae consigo aspectos familiares, 
emocionales, sociales  y culturales a considerar por el juzgador ya que de ellos se 
desprende el pleno ejercicio de sus derechos fundamentales. 
  
3.4 conclusiones parciales  
 
Las providencias objeto de estudio, exponen de manera casuística la importancia 
del proceso de Restitución Internacional, así como la aplicabilidad de los lineamientos 
del Instrumento internacional la Convención Interamericana sobre la Restitución 
Internacional de Menores, concluida en Montevideo, el 15 de julio de 1989 y ratificada 
por Colombia mediante la Ley 880 de 2004, evidenciando los vacíos jurídicos del 
mismo y la trascendencia de las actividades desplegadas por las autoridades centrales 
de los Estados parte involucrados en cada caso. 
Así mismo, se encuentra que las actividades y funciones administrativas de la 
Autoridad Central de cada país es en términos generales eficiente, se aprecia la 
aplicación del principio de reciprocidad y colaboración entre Estados, mostrando su 
interés por el caso en particular, la celeridad en dichos tramites y la imparcialidad con 
que se manejan los temas concernientes para cumplir con la finalidad del proceso de 
restitución internacional. En tanto que en la etapa judicial se encuentra que el manejo 
de las pruebas y la aplicación del proceso en sí es más dispendioso y se encuentra 
laxitud en la aplicación de los principios insignia en el proceso de Restitución 
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Internacional, tales como el principio de Interés Superior del Menor, creando 
incertidumbre jurídica en el ordenamiento jurídico colombiano.  
Según lo anterior, en los casos bajo estudio se identificaron como puntos débiles en 
la aplicación del proceso de Restitución Internacional, la aplicación efectiva del 
Principio de Interés del Menor, ya que en aras del cumplimiento de las estipulaciones 
de forma de los instrumentos, se relegaron actividades tendientes a verificar la 
situación real del menor, y no se tomaron medidas para corroborar que los derechos 
fundamentales de los niños fueran protegidos. A esto se suma la falta de celeridad en 
los procesos, que desvirtúa la finalidad de los instrumentos internacionales, por cuanto 
que el no retorno del menor a su residencia habitual o la dilatación del mismo, vulnera 
no solo los derechos fundamentales del menor, sino que, además, hace inoperante el 
derecho legítimo de custodia, y el eficaz ejercicio del derecho de visitas de los padres. 




El trasladado o retención ilegal de niños niñas o adolescentes es cada día más 
habitual, debido a la globalización, los nuevos tipos de familia y las nuevas tendencias 
de movilización transfronteriza. Los Estados en respuesta a esta problemática han 
acordado diferentes instrumentos internacionales entre los que se encuentra la 
Convención Interamericana sobre la Restitución Internacional de Menores, concluida 
en Montevideo, el 15 de julio de 1989 y ratificada por Colombia mediante la Ley 880 de 
2004. Este instrumento tiene como objetivo principal asegurar la pronta restitución de 
menores a su residencia habitual, cuando hayan sido trasladados ilegalmente desde 
cualquier Estado a un Estado Parte, o cuando habiendo sido trasladados legalmente 
son retenidos ilegalmente. A su vez, la Convención pretende hacer respetar el ejercicio 
del derecho de visita y de custodia o guarda, por parte de los titulares (Corte 
Constitucional Colombiana, 2004). 
La respuesta obtenida para el  interrogante que resumió el problema jurídico 
materia de esta investigación es, en el ámbito internacional afirmativa, ya que en la 
aproximación a los lineamientos de aplicación y ejecución en el Estado colombiano en 
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lo referente a la Convención Interamericana sobre la Restitución Internacional de 
menores de 1989, son aplicados  en estricto sentido, y esto se evidencia por medio de 
la existencia de un compendio normativo concerniente a las competencias y 
procedimientos a seguir en el caso de traslado o retención ilegal de menores (Blanco y 
Santa Cruz, 2009). Así mismo, se encontró la existencia paralela de otro instrumento 
internacional que permite dar aplicación a la restitución internacional de menores como 
lo es la Convención de la Haya de 1980, esto frente a los países que no son parte de la 
Convención Interamericana sobre la Restitución Internacional de menores de 1989 y se 
ven involucrados en el proceso de restitución internacional. 
Ahora bien, en el escenario local, efectivamente se encontró que el Estado 
colombiano ha llevado a cabo procesos de restitución internacional, para ello se 
estudiaron los casos: Corte Constitucional. 2012, Sentencia T-689 y Corte 
Constitucional. 2010, Sentencia T-1021. En estas decisiones judiciales se dio prelación 
al uso normativo del Convenio de la Haya de 1980; no obstante, dichos casos nos 
permiten entender el funcionamiento en general de la cooperación en esta materia y las 
debilidades y fortalezas con que éste cuenta, especialmente, de parte de la 
institucionalidad de nuestro país (Blanco y Santa Cruz, 2009). Por ello, tras el estudio 
abordado, se deduce con precisión que el mecanismo de la restitución Internacional de 
Menores, se refiere y trata exclusivamente a los aspectos civiles del niño, niña o 
adolescente y la conducta que se pretende regular es el desplazamiento de un menor 
fuera del territorio de un Estado en que tenga su residencia habitual, o, retención del 
mismo fuera de ese territorio por tiempo diferente del establecido para el ejercicio de 
visita, siempre que se produzca en violación del contenido del  derecho de custodia. 
 
Visto lo anterior, los legitimados para iniciar la solicitud de Restitución Internacional, 
de acuerdo con la Convención Interamericana y el Convenio de la Haya son los padres, 
tutores o guardadores, o cualquier institución que ejerciera efectivamente el derecho de 
custodia -v. gr. para el caso colombiano el ICBF o cualesquiera de las autoridades que 
por vía legal (Ley 1098 de 2006) tenga facultades de protección y restitución efectiva 
de los derechos de los menores, en forma individual o conjunta, inmediatamente antes 
de ocurrir el hecho -forma preventiva- o con posterioridad -para cesar la vulneración o 
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grave afectación- de conformidad con la ley de la residencia habitual del menor 
(Congreso de la Republica, Ley 1098, 2006; OEA, 1989, art. 4; Corte Constitucional 
Colombiana, 2004). 
Entre estos lineamientos, se encuentra la necesaria distinción entre dos figuras: la 
patria potestad y la custodia, de las cuales recordamos: mientras que la Patria Potestad 
se encuentra definida como aquel conjunto de derechos que la ley reconoce a los 
padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar a aquellos el cumplimiento de los 
deberes y el ejercicio de sus derechos, pero no se otorga en beneficio de los padres, 
sino en aras del interés superior del menor, y es exclusivo de los padres, por su parte, 
la custodia es una de las formas de ejercer la patria potestad (Salinas, Chavarro y 
Guerrero, 2009, pág. 49), esto es, es un derecho fundamental de los niños, niñas y 
adolescentes, pero que se predica del ámbito exclusivo de los padres y/o se extiende a 
tutores legales y todo aquel que este legalmente obligado a criar, educar, dirigir y 
disciplinar la conducta de un niño, niña y adolescente (Corte Constitucional. 2016; Ley 
880, 2004). 
 
De conformidad con la Convención Interamericana y el Convenio de la Haya de 
1980, cada Estado parte designará una Autoridad Central encargada de cumplir las 
obligaciones que fueren impuestas en la misma; para el caso colombiano la Autoridad 
Central designada es el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF-, que se 
encargará de promover una cooperación entre las autoridades nacionales e 
internacionales y realizar todos los trámites administrativos para la pronta restitución. 
(HCCH, 1980, art. 6) (OEA, 1989, art. 7; Blanco y Santa Cruz, 2009, Pág. 267). 
De otra parte, en cuanto al procedimiento delimitado en los  artículos  8 al 17 de la 
convención 9 y ajustados en el ordenamiento jurídico colombiano se advierte que 
existen dos etapas en el proceso, esto es,  una voluntaria ante la Autoridad Central, y 
otra, contenciosa, ante la autoridad judicial competente (Scotti, 2013). En la etapa 
administrativa, la autoridad central en Colombia busca un acercamiento o restitución 
                                               
9 El procedimiento de acuerdo al Convenio de la Haya de 1980, se encuentra establecido en el art. 8 y 
siguientes, los cuales establecen lineamientos para la aplicación del convenio y deposita la confianza en 
los Estados contratantes para que creen procedimientos internos que den aplicabilidad a lo dispuesto por 
este Instrumento Internacional.  
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voluntaria mediante audiencia de conciliación, que de cualquier manera se iniciará con 
una solicitud o demanda por medio de exhorto o carta rogatoria, solicitud a la autoridad 
central, o directamente por la vía diplomática o consular, esta solicitud o demanda 
deberá estar ajustada a los parámetros establecidos en el art. 9 de la convención, que 
incluirá entre otras los antecedentes del traslado o retención ilegal, información relativa 
a la ubicación del menor y los fundamentos de derecho en los que se soporta la 
restitución internacional (OEA, 1989; ICBF, 2016). Agotada la etapa administrativa y de 
no ser posible la restitución internacional de manera voluntaria se dará paso al trámite 
judicial,  que en Colombia está a cargo de los jueces de familia en única instancia, y 
tiene por objeto decidir a través de sentencia, sobre la solicitud de restitución 
internacional (Congreso de la Republica, Ley 1098, 2006). El procedimiento de 
Restitución Internacional está regido por el Interés Superior del menor y el Principio de 
Reciprocidad donde cada uno le da un marco inescindible e inexcusable de actuación 
tanto a los estados a nivel interno como a nivel internacional, al requerir de estos su 
cooperación y la verificación del interés del menor como una prioridad del proceso 
(López-Contreras, 2015, pág. 4; Bustos, 2016; Graiewski, 2014, Pág. 118). 
En suma, los casos bajo estudio permitieron encontrar como debilidades la demora 
o atraso en el procedimiento judicial (por la cantidad de actuaciones que se surten 
previas a definir la situación del niño, niña o adolescente, como la etapa de restitución  
voluntaria, donde pueden los padres aceptar una fecha de entrega o restitución y no 
cumplirla,  que se desconozca la ubicación del niño, niña o adolescente, o por ejemplo 
que  existan barreras en el idioma o recursos económicos para obtener una defensa 
técnica en el país requerido) de tal manera que la celeridad no fue provista en los 
casos como quizá las partes visualizaran o esperan del mismo. En igual sentido, la 
Corte expresa que las instancias judiciales fueron  moderadas en la aplicación del 
principio de interés superior dado que se omitió la verificación de la situación del menor 
con mayor exhaustividad, en referencia al ejercicio de los derechos fundamentales del 
menor de 16 años en cada uno de los casos expuestos (Corte Constitucional, 2010 
Sentencia T-1021; Corte Constitucional, 2012, Sentencia T-689).  
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Por último, destacando que Colombia  pertenece a un Sistema Regional, el 
Sistema Interamericano, y que es de vital importancia fomentar y darle plena 
operatividad a los mecanismo de Restitución Internacional  entre estados del mismo 
sistema así como al Convenio de la Haya para el resto de países. Se puede sugerir que 
los Estados ajusten sus actuaciones a un procedimiento más expedito que facilite la 
gestión de autorizaciones o permisos para la salida de cada país y su respectivo 
control. Igualmente, que se fortalezcan los enlaces internacionales a fin de que tras la 
salida de un menor, las redes de apoyo y cooperación puedan dar cuenta de sus 
movimientos e incluso de alguna trasgresión de derechos respecto de los niños, las 
niñas y los adolescentes; para éstos último, sería conveniente estudiar la creación de 
un equipo interdisciplinario o el fortalecimiento de alguno ya existente (quizá en el 
mismo ICBF o en la Oficina de Migraciones)  que cuente con las herramientas 
tecnológicas, jurídicas y de cooperación para determinar las circunstancias de traslado 
a otro país de un niño, niña o adolescente,  y las causas de su mora en el retorno o la 
retención dada fuera del país de residencia habitual, y, que dicho grupo o autoridad 
tenga una mayor publicidad de sus funciones y procedimientos a fin de permitirle a la 
sociedad conocer de su existencia y operatividad para reclamar por vía legal los 
derechos de quienes se vean afectados por esta vía (v.gr. padres, tutores) 
  Todo lo anterior, ayudará a erradicar formas ilegales de corredores humanos por 
los cuales son sacados los menores, y, también contribuye a desestimular la práctica 
abusiva que algunos padres, familiares o tutores ejercen de sus derechos sobre los 
niños, tal y como lo es la salida de estos con engaños (como supuestos viajes de 
vacaciones para luego impedir a uno de los tutores o padres el ejercicio de sus 
derechos legales sobre el menor). Dar a conocer las bondades del procedimiento de 
restitución internacional de menores y efectivizar su funcionamiento ayudará a que los 
mismos operadores jurídicos den un uso ágil y adecuado de los mecanismos, incluso 
que prioricen procedimientos como el de la Convención Interamericana antes que el 
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